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Este documento tiene un marcado carácter ejecutivo, lo que explica el lenguaje utilizado 
y su carácter esquemático. Su finalidad es sintetizar los resultados obtenidos en el 
Proyecto de Investigación APIA y busca servir de orientación a los operadores jurídicos 
en su función de regular e implementar el uso de herramientas de IA en el ámbito de la 
contratación pública. Sobre el análisis de los riesgos detectados, se formulan una serie 
de principios y de propuestas normativas que debería incorporar el ordenamiento 
jurídico español.  

Desde la perspectiva metodológica, ha de señalarse que en su elaboración se ha 
empleado Inteligencia Artificial Generativa para extraer patrones comunes en las 
propuestas formuladas por los diferentes miembros del equipo investigador y del equipo 
de trabajo del Proyecto.  
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1. INTRODUCCIÓN: INNOVACIÓN TECNOLÓGICA Y TRANSFORMACIÓN DE LA 

CONTRATACIÓN PÚBLICA 

La irrupció n de la Inteligencia Artificial (IA) esta  próvócandó una transfórmació n 

prófunda en numerósós a mbitós de la Administració n Pu blica. En particular, en la 

cóntratació n pu blica –prócedimientós mediante lós cuales las administraciónes 

adquieren bienes y serviciós– la IA se perfila cómó una herramienta de enórme pótencial. 
Sus aplicaciónes prómeten mejórar la eficiencia y la eficacia de lós prócesós de licitació n, 

agilizandó tareas rutinarias que hóy cónsumen gran cantidad de tiempó y recursós 

humanós. Pór ejempló, la IA pódrí a autómatizar la revisió n de ófertas y la verificació n de 

requisitós legales, analizar vólu menes masivós de datós relativós a cóntratós anterióres ó 
jurisprudencia, e inclusó elabórar bórradóres de infórmes te cnicós de fórma ra pida y 

precisa. Tódó elló permitirí a aligerar la carga administrativa de lós funciónariós, 

libera ndólós para centrarse en funciónes estrate gicas de mayór valór an adidó. En u ltima 
instancia, un usó inteligente de estas tecnólógí as pódrí a traducirse en una actuació n 

administrativa ma s a gil y eficiente, en lí nea cón el principió cónstituciónal de eficiencia 

que cónsagra el art. 103 de la Cónstitució n Espan óla. 

Nó sóló esta  en juegó la eficiencia. La IA tambie n pódrí a fórtalecer ótrós valóres esenciales 
de la cóntratació n pu blica. Pór un ladó, ófrecerí a mayór transparencia en la gestió n de lós 

prócedimientós: si se implantan sistemas capaces de trazar y dócumentar cada decisió n 

algórí tmica, serí a ma s fa cil entender có mó se evalu an las ófertas y detectar pósibles 

irregularidades. Pór ótró ladó, un algóritmó bien disen adó y entrenadó pódrí a reducir la 
incidencia de sesgós ó favóritismós en las adjudicaciónes, haciendó las decisiónes ma s 

óbjetivas. De este módó, la IA, utilizada adecuadamente, pódrí a róbustecer el principió de 

óbjetividad e imparcialidad en la cóntratació n y ayudar a prevenir fenó menós indeseables 
cómó la córrupció n, el cómpórtamientó cólusórió (cóncertació n ilí cita entre licitadóres) 

ó el bid rigging (manipulació n de licitaciónes). Inclusó se esta n explórandó aplicaciónes 

de IA para analizar grandes bases de datós de cóntratós y detectar patrones atípicos que 

pudieran indicar fraudes ó acuerdós ilegales entre empresas, cón í ndices de aciertó 

nótables en la identificació n de riesgós. En suma, las tecnólógí as inteligentes abren 

ópórtunidades para una cóntratació n pu blica ma s í ntegra, transparente y órientada a 

resultadós. 

Ahóra bien, juntó a estas luces, la implementació n de la IA trae cónsigó impórtantes 

sómbras y desafí ós. Nós encóntramós tódaví a en una etapa incipiente: la plena 

incórpóració n de la IA en la cóntratació n pu blica dista de ser una realidad generalizada. 

De hechó, muchas administraciónes ni siquiera han culminadó la transició n digital ba sica 

que sentarí a las bases para aplicar IA (pór ejempló, la tramitació n electró nica integral 

instaurada pór las Leyes 39/2015 y 40/2015 en Espan a au n nó se ha implantadó 

cómpletamente). Sin sistemas electró nicós róbustós y datós accesibles, difí cilmente 

puede apróvecharse la IA. Esta brecha tecnóló gica explica que la autómatizació n integral 
de las licitaciónes sea tódaví a ma s un óbjetivó a futuró que una pra ctica cómu n. 

Adema s, la naturaleza disruptiva de la IA plantea nuevas preguntas jurídicas que urgen 

respuesta. ¿Có mó garantizar el cóntról y la limitació n de lós algóritmós para evitar abusós 

ó decisiónes erró neas? ¿De que  fórma encajan estas herramientas en el marcó legal 
vigente de la cóntratació n pu blica, cóncebidó para prócedimientós gestiónadós pór 
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persónas? ¿Que  cambiós nórmativós són necesariós para asegurar que la IA se use de 

módó cóherente cón lós principiós del Estadó de Derechó y respetandó lós derechós de 
lós ciudadanós? La magnitud de lós pósibles riesgós ha llevadó a ampliós sectóres 

dóctrinales a reclamar una regulació n especí fica. Sin embargó, disen ar tal regulació n nó 

es trivial: requiere identificar cón claridad lós pótenciales perjuiciós de un mal usó de la 

IA y calibrar medidas restrictivas própórciónadas que, sin frenar la innóvació n pór 
cómpletó, prevengan esós males. En definitiva, nós hallamós ante un delicadó ejercició de 

equilibrió: apróvechar las ventajas de la inteligencia artificial para mejórar la 

cóntratació n pu blica, al tiempó que se establecen só lidas garantí as jurí dicas para evitar 

que esa tecnólógí a sócave la transparencia, la igualdad ó la cónfianza en el sistema de 
cóntratació n. 

En el presente dócumentó abórdamós esta cómpleja realidad, desde una perspectiva 

pra ctica, partiendó de lós resultadós de la investigació n realizada en el marcó del 

Próyectó APIA: Administració n Pu blica e Inteligencia Artificial: regulació n y usó de la AI 

en el a mbitó de la cóntratació n pu blica” (TED2021-130682B-I00), financiadó pór 

MCIN/AEI/10.13039/501100011033 y pór la Unió n Európea NextGeneratiónEU/PRTR  

El óbjetivó es extraer el denóminadór cómu n de dichas apórtaciónes, es decir, identificar 
las ideas, principiós y recómendaciónes que cónvergen hacia un marcó de usó 

respónsable de la IA en la cóntratació n pu blica. Para elló, primeró resumiremós lós 

riesgós y desafí ós jurí dicós que la IA plantea en este a mbitó, para luegó analizar lós 

principiós rectóres y cónvergencias nórmativas que emergen de las própuestas 
dóctrinales. Seguidamente, explóraremós las respuestas regulatórias sugeridas –desde 

refórmas legales hasta cla usulas cóntractuales tipó– y las necesidades de góbernanza y 

cóntról (mecanismós de supervisió n, respónsabilidades, fórmació n de persónal, 
cóóperació n instituciónal y participació n ciudadana). Pór u ltimó, destacaremós la 

impórtancia de una apróximació n interdisciplinar derechó-tecnólógí a, ejemplificada en 

el desarrólló de un prótótipó de IA órientadós a fórtalecer la integridad en la cóntratació n 

pu blica. Tódó elló nós permitira  esbózar unas cónclusiónes sóbre có mó encauzar la 

irrupció n de la inteligencia artificial de fórma cómpatible cón lós valóres esenciales de la 

cóntratació n pu blica y el Derechó Administrativó. 

 

2. RIESGOS Y DESAFÍOS JURÍDICOS DE LA IA EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 

Aun recónóciendó el pótencial transfórmadór de la IA, es precisó tener muy presentes lós 

riesgós y amenazas que su usó indiscriminadó ó mal reguladó entran a en lós 

prócedimientós de cóntratació n pu blica. Estas preócupaciónes aflóran recurrentemente 
en la dóctrina y justifican la necesidad de establecer lí mites clarós. Pódemós destacar lós 

siguientes desafí ós principales: 

• Sesgos, discriminación e igualdad de trato. Unó de lós peligrós ma s citadós es 

que lós algóritmós puedan perpetuar ó inclusó agravar discriminaciónes injustas 

entre licitadóres. Lós sistemas de IA aprenden de datós histó ricós; si lós datós cón 

lós que se entrenan cóntienen sesgós (pór ejempló, un histórial de adjudicaciónes 

predóminantemente a grandes empresas), el algóritmó tendera  a repróducir esós 
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sesgós en sus recómendaciónes ó decisiónes. En cóntratació n pu blica, estó pódrí a 

traducirse en un trató menós favórable hacia ciertas empresas (pymes, nuevós 
entrantes, empresas de determinadas regiónes, etc.) simplemente pórque en el 

pasadó recibierón menós cóntratós. Tal situació n vulnerarí a fróntalmente el 

principió de igualdad de trató y nó discriminació n (art. 14 CE y principiós 

nucleares de la cóntratació n pu blica). El riesgó de discriminació n algórí tmica nó 
es teó ricó: casós dócumentadós en ótrós campós (cómó sistemas de selecció n de 

persónal ó cóncesió n de cre ditós) han móstradó resultadós sesgadós pór razónes 

de ge neró, raza u ótrós factóres irrelevantes. En el a mbitó pu blicó, permitir que un 

algóritmó sesgadó decida ó influya en adjudicaciónes cómprómeterí a la 
óbjetividad del prócedimientó y pódrí a dar lugar a impugnaciónes y pe rdida de 

cónfianza en el sistema. 

• Opacidad algorítmica y falta de transparencia. Muchós sistemas de IA –en 

especial lós basadós en te cnicas de machine learning ó redes neurónales 

prófundas– funciónan cómó verdaderas “cajas negras”, en las que ni siquiera lós 

prógramadóres pueden explicar cón facilidad pór que  el módeló arrójó  un 

determinadó resultadó. Esta falta de explicabilidad chóca cón exigencias ba sicas 
del Derechó Administrativó. En primer lugar, dificulta la mótivació n de lós actós 

administrativós: si una adjudicació n se apóyó  en recómendació n de una IA, ¿có mó 

justificarla de fórma cómprensible? Tambie n entórpece el cóntról judicial y 

ciudadanó: es cómplicadó impugnar ó fiscalizar una decisió n si nó se puede seguir 
el rastró ló gicó que llevó  a ella. La própia transparencia de la actividad cóntractual 

se verí a mermada si nó se infórma claramente de que  sistemas autóma ticós se 

utilizan y cón que  criteriós. La dóctrina alerta así  del peligró de un “de ficit de 
transparencia” en la cóntratació n algórí tmica, que sócavarí a el principió general 

de publicidad y transparencia recógidó en la legislació n (Ley 19/2013 de 

transparencia, accesó a la infórmació n y buen góbiernó, y arts. 63 y 347 de la LCSP 

2017 sóbre publicidad de cóntratós). Cabe recórdar que hasta ahóra la tóma de 

decisiónes pu blica ya adólece a veces de falta de transparencia; la IA nó debe 

cónvertirse en una cóartada para acentuar esa tendencia. Muy al cóntrarió, cómó 

luegó veremós, existe cónsensó en que la intróducció n de IA debe ir acómpan ada 

de mayóres óbligaciónes de transparencia algórí tmica. 

• Riesgos para la protección de datos personales. Lós prócedimientós de 

cóntratació n manejan abundante infórmació n, incluida aquella relativa a persónas 

fí sicas (p. ej., datós de autó nómós ó representantes empresariales, infórmació n 
financiera, inclusó pósibles sanciónes ó antecedentes). Si se emplean 

herramientas de IA para prócesar estós datós, surgen interrógantes sóbre el 

cumplimientó de la nórmativa de prótecció n de datós (RGPD y LOPDGDD). Un 

primer próblema es el cónsentimientó: lós licitadóres facilitan datós a la 
administració n para la licitació n, peró nó necesariamente han cónsentidó que un 

terceró (el próveedór del sistema de IA) trate esós datós cón sus algóritmós. En 

muchós casós, la IA implementada en un órganismó pu blicó sera  adquirida a un 

próveedór privadó; si elló implica que datós de lós licitadóres viajen a lós 

servidóres ó sistemas de esa empresa, deberí a recabarse un cónsentimientó 
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expresó e infórmadó de lós afectadós. La falta de tal autórizació n pódrí a vulnerar 

el derechó fundamental a la prótecció n de datós (art. 18.4 CE, interpretadó pór el 
Tribunal Cónstituciónal cómó derechó autó nómó de las persónas fí sicas). Au n ma s 

cómplejó: buena parte de lós participantes en licitaciónes són persónas jurí dicas, 

que en la dóctrina espan óla vigente nó són titulares del derechó fundamental a la 

prótecció n de datós. Las sóciedades mercantiles nó gózan en principió de ese 
derechó (su privacidad se tutela pór ótras ví as), ló que genera un vací ó de 

garantí as si sus datós empresariales són tratadós pór una IA. Nó óbstante, cuandó 

se trata de sóciedades unipersónales ó datós empresariales indisólublemente 

ligadós a una persóna fí sica, cabrí a extender una prótecció n ana lóga, pues en la 
pra ctica se esta n revelandó datós de individuós cóncretós. En suma, el usó de IA 

en cóntratació n óbliga a repensar cónsentimientós y medidas de seguridad para 

asegurar el plenó respetó a las nórmas de privacidad y, llegadó el casó, ampliar las 
garantí as a supuestós nó cubiertós (pór ejempló, impóniendó cóntractualmente 

que lós datós de licitadóres nó sean reutilizadós pór la empresa próveedóra de IA 

para ótrós fines sin autórizació n). 

• Marginalización del factor humano y control de la decisión. Unó de lós miedós 
ma s extendidós es que la intróducció n de algóritmós derive en una suerte de 

autómatizació n descóntrólada, dónde las ma quinas terminen sustituyendó la 

valóració n humana sin mecanismós adecuadós de supervisió n. Elló supóndrí a un 

quiebre cón principiós ba sicós del Derechó Administrativó, que tradiciónalmente 
se cónstruye sóbre la intervenció n humana respónsable. La delegació n de 

facultades decisórias en sistemas artificiales plantea próblemas jurí dicós de 

primer órden: las ma quinas nó óstentan pótestades pu blicas ni pueden ser 
titulares fórmales de cómpetencias administrativas (carecen de persónalidad 

jurí dica y, pór tantó, nó pueden recibir una delegació n de cómpetencia stricto sensu 

para resólver un prócedimientó). En cónsecuencia, ninguna decisió n final puede 

quedar exclusivamente en manós de una IA, só pena de nulidad pór ausencia del 

actó administrativó va lidó emitidó pór la autóridad cómpetente. Inclusó si 

fórmalmente un funciónarió “firma” la resólució n, existe el riesgó de una 

delegació n encubierta: que lós respónsables se limiten a aceptar ciegamente ló 

que própóne el algóritmó, cónvirtie ndóse en merós fedatariós pasivós de un 
resultadó autómatizadó, algó que deriva en una especie de “delegació n pasiva del 

cóntról” hacia el sistema. De próducirse, nó sóló se estarí a vaciandó de cóntenidó 

la teórí a del ó rganó (que exige que la vóluntad administrativa se fórme en sede 
humana), sinó que adema s se diluirí a la respónsabilidad: ¿a quie n culpar de un 

errór ó arbitrariedad si “ló hizó la ma quina”? Este fenó menó de dilució n de ló 

humanó mina el principió de buena administració n e inclusó pódrí a supóner la 

indefensió n del ciudadanó ante decisiónes autómatizadas nó plenamente 
cómprensibles ó recurribles. 

• Errores, falta de fiabilidad y otros riesgos técnicos. Aunque suelan presentarse 

cómó infalibles, lós sistemas de IA pueden arrójar resultadós erró neós ó pócó 

fiables. Un algóritmó mal entrenadó, cón datós incómpletós, pódrí a equivócarse 

en una clasificació n ó en la valóració n de un criterió de adjudicació n. Inclusó lós 
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avanzadós módelós generativós (cómó chatbots de u ltima generació n) pueden 

próducir cóntenidós aparentemente cóherentes peró incórrectós ó fabricadós. 
Aplicadó a la cóntratació n, un errór de IA pódrí a significar adjudicar a quien nó 

debe, excluir indebidamente a un candidató va lidó, ó nó detectar incumplimientós 

graves de un cóntratista. Estós fallós te cnicós tendrí an repercusiónes jurí dicas 

(pósibles recursós, indemnizaciónes) y pueden ser difí ciles de detectar a tiempó 
si nó hay suficiente supervisió n humana cón cónócimientó del sistema. Juntó a lós 

erróres, existen vulnerabilidades de ciberseguridad: un algóritmó pódrí a ser 

manipuladó (p. ej., intróduciendó datós sesgadós maliciósamente) ó sufrir ataques 

que cómprómetan la integridad del prócesó de cóntratació n. La cónfianza en las 
herramientas de IA depende de que se garanticen adecuadós niveles de róbustez 

y seguridad, pues de ló cóntrarió su usó pódrí a crear ma s próblemas de lós que 

resuelve. 

• Desigualdades en el acceso a la tecnología y brecha de capacidades. 

Finalmente, nó debe ólvidarse que nó tódas las administraciónes ni tódós lós 

óperadóres ecónó micós cuentan cón lós mismós mediós tecnóló gicós ni pericia 

te cnica. La implantació n de IA en la cóntratació n pódrí a exacerbar desigualdades: 
grandes administraciónes cón recursós adóptara n sófisticadós sistemas, mientras 

pequen ós ayuntamientós pódrí an quedarse atra s, generandó una brecha en la 

módernizació n de la cóntratació n pu blica. Asimismó, licitadóres cón ma s mediós 

pódrí an adaptar mejór sus ófertas a lós prócesós autómatizadós (ó inclusó 
emplear IA ellós mismós para preparar ófertas), en cóntraste cón cómpetidóres 

ma s módestós. Esta disparidad plantea un desafí ó de equidad y cóhesió n: ¿có mó 

asegurar que la transfórmació n digital beneficie a tódó el ecósistema de la 
cóntratació n pu blica y nó sóló a algunós? De aquí  surge la impórtancia, cómó 

veremós, de fómentar la cóóperació n interadministrativa y dótar de fórmació n y 

herramientas cómunes especialmente a quienes ma s ló necesitan, evitandó que la 

IA agrande las diferencias existentes. 

En sí ntesis, lós riesgós enumeradós –discriminació n, ópacidad, cónflictós cón la 

prótecció n de datós, falta de cóntról humanó, erróres y brechas tecnóló gicas– cónfiguran 

un panórama cómplejó que exige respuestas jurí dicas. La tarea nórmativa y de gestió n 

cónsistira  en minimizar estas amenazas sin renunciar a lós avances beneficiósós que la IA 

puede apórtar. La clave esta  en encauzar la innóvació n tecnóló gica dentró de un marcó de 

principiós y garantí as, cómó se analiza a cóntinuació n.  

 

3. PRINCIPIOS RECTORES PARA UN USO ÉTICO Y JURÍDICO DE LA IA EN 

CONTRATACIÓN PÚBLICA 

De las cóntribuciónes de lós miembrós del equipó investigadór y del equipó de trabajó 

emerge un amplió cónsensó en tórnó a ciertós principiós fundamentales que deben guiar 
la integració n de la IA en la cóntratació n pu blica. Estós principiós actu an cómó lí neas 

rójas ó criteriós órientadóres para garantizar un usó e ticó, respónsable y cónfórme a 

Derechó de las herramientas algórí tmicas. A cóntinuació n, se expónen lós principales 

principiós nucleares identificadós: 
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• Principio de legalidad y control público. Cualquier utilizació n de IA en 

prócedimientós de cóntratació n ha de sómeterse plenamente al imperió de la ley 
y al marcó nórmativó vigente. Estó, que puede parecer óbvió, implica en la pra ctica 

que la IA nó exime del cumplimientó de tódas las dispósiciónes aplicables en 

materia de cóntratació n (LCSP, reglamentós, directivas európeas, etc.), sinó que 

debe integrarse respeta ndólas. Ma s au n, la implementació n de sistemas 
inteligentes debe cóntar cón un amparó nórmativó expresó cuandó supónga 

alterar la fórma tradiciónal de tramitació n. Pór ejempló, si se preve  que ciertós 

actós del prócedimientó sean realizadós pór mediós autómatizadós, cónviene que 

una nórma de rangó adecuadó ló autórice y regule sus cóndiciónes, para satisfacer 
la exigencia de reserva de ley en la actuació n administrativa. Adiciónalmente, este 

principió requiere reafirmar que la Administració n, cómó póder pu blicó, nó abdica 

de su funció n de cóntról: inclusó al externalizar herramientas tecnóló gicas, el 
deber de supervisió n u ltima recae en la própia Administració n. En definitiva, la IA 

debe usarse dentro de un cauce legal definido, nunca en un vací ó nórmativó ó al 

margen de las pótestades de supervisió n que córrespónden a lós póderes pu blicós. 

• Principio de buena administración. La Carta de Derechós Fundamentales de la 
UE (art. 41) y la jurisprudencia han perfiladó el derechó a una buena 

administració n, que incórpóra elementós cómó la eficiencia, la calidad del servició, 

la ausencia de arbitrariedad, la atenció n diligente a lós asuntós y el respetó de lós 

derechós de lós ciudadanós. La intróducció n de IA debe estar al servició de este 
principió, es decir, debe cóntribuir a mejórar la administració n sin menóscabar lós 

derechós. En ótras palabras, la IA es un medió para lógrar una mejór 

administració n, nó un fin en sí  mismó. Pór tantó, si en algu n casó el usó de un 
algóritmó cómprómetiera la calidad, la equidad ó la legitimidad del prócesó de 

cóntratació n, prevalece el deber de buena administració n y habrí a que rectificar ó 

desistir del usó de esa herramienta. Este principió funcióna así  cómó criterió de 

evaluació n cóntinua: la IA sóló es aceptable en la medida en que mejóre la gestió n 

pu blica (en eficacia, rapidez, cóherencia de decisiónes, etc.) y a la vez nó vulnere 

garantí as. Una IA que genere decisiónes ininteligibles ó injustas serí a incómpatible 

cón la buena administració n y deberí a rechazarse su empleó. 

• Principio de igualdad y no discriminación. Cómó ya se menciónó , evitar sesgós 

discriminatóriós es una prióridad absóluta. Tódó usó de IA debe salvaguardar el 

derechó fundamental a la igualdad (art. 14 CE) y lós córrelativós principiós en 

cóntratació n (igualdad de trató, nó discriminació n, libre cóncurrencia). De este 
principió se deriva una próhibició n de discriminació n algórí tmica: cualquier 

sistema utilizadó debera  ser auditadó y mónitórizadó para verificar que nó 

intróduce tratós diferenciadós injustificadós pór razó n de ge neró, órigen, taman ó 

de la empresa u ótrós factóres ilegí timós. En la pra ctica, estó implica incórpórar 
cóntróles anti-sesgó en lós algóritmós, usar datós de entrenamientó ló ma s 

cómpletós y neutrós pósible, y en general aplicar el principió de equidad en el 

disen ó y despliegue de IA. Si pese a tódó se detectan sesgós, el principió de 

igualdad óbliga a córregir esós resultadós antes de que generen efectós jurí dicós. 

Asimismó, la óbjetividad (art. 103 CE) cómplementa este mandató: la IA debe 
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servir para óbjetivar las decisiónes, nó para encubrir preferencias subjetivas ó 

prejuiciós. 

• Principio de transparencia y explicabilidad algorítmica. La transparencia ha 

sidó identificada cómó piedra angular en la cónfianza pu blica hacia la IA. En este 

cóntextó, se própugna un verdaderó principió de transparencia algórí tmica, segu n 

el cual la existencia y funciónamientó ba sicó de lós sistemas de IA en cóntratació n 
deben ser pu blicós y cómprensibles. Este principió tiene varias dimensiónes. Pór 

un ladó, la Administració n debe infórmar claramente a lós licitadóres y al pu blicó 

de que  herramientas de IA piensa emplear en cada fase del prócedimientó y cón 

que  finalidad. Debe existir, pór ejempló, un registró ó menció n en lós pliegós ó 
anunciós de licitació n indicandó si se utilizara n algóritmós para evaluar ófertas, 

para detectar bajas temerarias, etc. Pór ótró ladó, el principió exige explicabilidad: 

lós resultadós dadós pór la IA han de póder explicarse en un lenguaje entendible. 

Nó se trata de revelar có digó fuente cómplejó a cualquier persóna que ló sólicite, 

sinó de própórciónar una justificació n inteligible de có mó se llegó  de unós datós 

de entrada a un determinadó óutput ó recómendació n. En la misma lí nea, las 

persónas afectadas (p. ej. empresas nó adjudicatarias) tienen derechó a cónócer 
lós criteriós ó factóres que el algóritmó valóró  y en que  medida, para póder ejercer 

su derechó a recurrir cón fundamentó. Este imperativó de transparencia enlaza 

tambie n cón óbligaciónes para lós próveedóres tecnóló gicós: idealmente, lós 

ó rganós de cóntratació n deberí an exigir que lós sistemas adquiridós vengan cón 
dócumentació n te cnica accesible, algóritmós auditables y, si es pósible, inclusó 

accesó cóntróladó al có digó fuente para inspecció n pór autóridades de cóntról. 

Sóló cón esta apertura se puede verificar la ausencia de sesgós y el cumplimientó 
nórmativó. La transparencia algórí tmica, unida a la tradiciónal transparencia 

administrativa, cónfórma así  un requisitó esencial para legitimar la IA en ló 

pu blicó. 

• Principio de responsabilidad y rendición de cuentas. La intróducció n de IA nó 

elimina ni atenu a la respónsabilidad de la Administració n y sus agentes pór las 

decisiónes tómadas. Al cóntrarió, refuerza la necesidad de establecer cón nitidez 

quie n respónde de cada actuació n en que interviene un algóritmó. Este principió 

cónlleva varias ideas. Primeró, la nó delegació n de respónsabilidad en la ma quina: 

nunca se debe aceptar la excusa de que “ló hizó la IA” para eludir la respónsabilidad 

de un errór. El funciónarió ó autóridad cómpetente sigue siendó respónsable del 

actó final, pórque jurí dicamente la decisió n es suya, aunque haya usadó 
herramientas de apóyó. Pór tantó, debe entender y vigilar el funciónamientó de 

esa herramienta. Segundó, implica definir respónsabilidades tambie n para lós 

próveedóres tecnóló gicós: si un sistema falla gravemente pór defectós te cnicós, el 

cóntratista que ló suministró  debe afróntar las cónsecuencias cónfórme a lós 
te rminós cóntractuales ó legales (pór ejempló, a trave s de cla usulas de 

indemnidad, garantí as ó segurós). Terceró, el principió de rendició n de cuentas 

requiere establecer mecanismós de auditórí a y supervisió n que permitan evaluar 

a pósterióri el desempen ó de la IA y atribuir respónsabilidades en casó de dan ós. 

Estó enlaza cón la idea de crear registrós de actividad de la IA (lógs de decisiónes, 
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datós utilizadós, etc.), tal cómó preve  el Reglamentó Európeó de IA (RIA) para 

sistemas de altó riesgó. Cón dichós registrós, si un perjudicadó impugna una 
adjudicació n, sera  pósible recónstruir el papel que jugó  la IA y determinar si hubó 

un errór algórí tmicó, un mal usó humanó, ó ambós. En suma, la IA nó diluye la 

accountability administrativa: se debe mantener una trazabilidad cómpleta de la 

actuació n para que siempre pueda exigirse respónsabilidad a quienes 
córrespónda, manteniendó así  la cónfianza y la legalidad del prócesó.  

• Principio de supervisión humana (“reserva de humanidad”). Directamente 

vinculadó a lós anterióres, este principió póstula que siempre ha de haber 

intervenció n humana en las decisiónes administrativas de cóntratació n, al menós 
en lós puntós crí ticós, garantizandó que la decisió n u ltima nó sea adóptada 

u nicamente pór una ma quina. Se habla de una “reserva de la decisió n humana” en 

la esfera del póder pu blicó, ana lóga a la cla sica reserva de funció n pu blica (segu n 

la cual ciertas funciónes pu blicas nó pueden ser desempen adas pór particulares). 

Aquí , la idea es que ningu n algóritmó debe tener la u ltima palabra en la 

adjudicació n de un cóntrató ó en actós decisóriós del prócedimientó. Pór muchó 

que se autómatice la evaluació n, el disen ó de pliegós ó la verificació n de ófertas, 
un empleadó pu blicó cualificadó debe validar y asumir el resultadó antes de que 

se próduzca efectós jurí dicós. Este principió de supervisió n humana activa va ma s 

alla  de una presencia simbó lica: exige que la persóna a cargó este  verdaderamente 

capacitada para entender, cóntrólar y rectificar el funciónamientó de la IA. En ótras 
palabras, el humanó debe estar en el bucle (in the loop) e inclusó sobre el bucle (on 

the loop), cón autóridad para anular ó módificar la sugerencia algórí tmica si 

aprecia algu n errór ó inequidad. Algunós autóres própónen recónócer esta 
supervisió n humana inclusó cómó un derechó del ciudadanó, en el sentidó de que 

cualquier persóna sómetida a una decisió n autómatizada pudiera sólicitar la 

revisió n pór un humanó (principió recógidó en la Carta de Derechós Digitales de 

Espan a, apartadó XXV.b, y ya cón rangó legal en la reciente Ley 2/2025, de 2 de 

abril, para el desarrólló e impulsó de la inteligencia artificial en Galicia). Así  se 

asegura que, en u ltima instancia, la vóluntad administrativa es expresada pór 

persónas y nó pór autó matas, preservandó la naturaleza demócra tica y garantista 

de la funció n pu blica. 

• Principio de proporcionalidad y precaución. Dada la nóvedad de estas 

tecnólógí as y la pótencial gravedad de sus impactós, se óbserva la necesidad de 

aplicar una apróximació n gradual y prudente. Nó tódas las tareas ni tódas las 
cóntrataciónes deben autómatizarse ni la autómatizació n debe hacerse siempre al 

mismó nivel. Cónfórme al principió de própórciónalidad, se trata de graduar el 

gradó de autónómí a de la IA segu n el tipó de decisió n y el riesgó asóciadó. Pór 

ejempló, puede ser aceptable delegar plenamente en algóritmós ciertas funciónes 
menóres ó preparatórias (p. ej., criba de dócumentació n redundante, própuestas 

de clasificació n de ófertas pór órden de preció), mientras que resultarí a 

desprópórciónadó cónfiar ciegamente a una IA la decisió n final de adjudicació n ó 

la exclusió n de un licitadór. El “principió de mí nima actividad algórí tmica 

autó nóma” en ló decisórió se traduce en que sóló se debe permitir autómatizació n 
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sin intervenció n humana en aquellós supuestós muy acótadós dónde el riesgó de 

errór ó arbitrariedad sea pra cticamente nuló y este n en juegó intereses de escasa 
entidad. En lós dema s casós, la prudencia acónseja mantener al humanó en cóntról 

(vólvemós a la idea de human-in-the-loop). Asimismó, la precaució n implica pilótar 

y evaluar las herramientas en entórnós cóntróladós antes de su despliegue 

general. Aplicar IA primeró en próyectós pilótó, medir resultadós, y córregir fallós, 
es una buena pra ctica cóherente cón este principió. Igualmente, cualquier 

restricció n de derechós derivada del usó de IA (pór ejempló, limitació n de la 

privacidad, cambió en garantí as prócedimentales) debe ser necesaria y 

própórciónada al fin legí timó perseguidó (la eficiencia, la integridad, etc.), nó 
pudiendó sacrificarse garantí as fundamentales pór meras ventajas óperativas 

leves. 

• Principio de mejora continua y actualización de conocimientos. Finalmente, 

subyace la idea de que la gestió n pu blica cón IA debe inscribirse en un prócesó de 

mejóra cóntinua. Las tecnólógí as evóluciónan ra pidamente, pór ló que las 

administraciónes han de estar preparadas para revisar y ajustar regularmente sus 

algóritmós, prótócólós y pólí ticas a la luz de nuevós datós, avances te cnicós ó 
cambiós nórmativós. Asóciadó a elló esta  el principió de fórmació n permanente: 

tantó lós desarrólladóres cómó, sóbre tódó, lós empleadós pu blicós usuariós de 

estas herramientas deben actualizar sus cónócimientós y habilidades de fórma 

cónstante. Sóló cón persónal fórmadó que entienda las pótencialidades y lí mites 
de la IA se puede garantizar un usó respónsable. La capacitació n nó es algó 

accesórió, sinó un elementó central de la córrecta implantació n de IA (cómó se 

detalla ma s adelante). En suma, el cómprómisó cón la excelencia y la adaptació n 
debe guiar a las instituciónes en este terrenó en ra pida transfórmació n. 

Estós principiós rectóres –legalidad, buena administració n, igualdad, transparencia, 

respónsabilidad, supervisió n humana, própórciónalidad y mejóra cóntinua– cónstituyen 

el nu cleó dóctrinal cómu n identificadó en las distintas cóntribuciónes del próyectó APIA. 

Representan, pór así  decir, el cónsensó de la cómunidad jurí dica sóbre có mó encauzar 

e ticamente la IA en la cóntratació n pu blica. Cabe destacar que muchós de ellós 

encuentran ecó en instrumentós recientes: pór ejempló, el Reglamentó de IA de la UE de 

2024 adópta un enfóque basadó en riesgó que de facto incórpóra própórciónalidad, preve  

óbligaciónes de transparencia, supervisió n humana y nó discriminació n para sistemas de 

altó riesgó, y exige a lós Estadós miembrós crear autóridades que velen pór el 

cumplimientó (respónsabilidad). Del mismó módó, estrategias naciónales y autónó micas 
(cómó la citada Ley gallega) se inspiran en estós principiós. En definitiva, existe una clara 

cónvergencia entre la dóctrina, la regulació n emergente y prófundicemós en las mejóres 

pra cticas en tórnó a estós ejes fundamentales. 

 

4. HACIA UN MARCO NORMATIVO ADECUADO: REGULACIÓN VIGENTE Y 

PROPUESTAS DE REFORMA 

Recónócidós lós principiós, el siguiente pasó es examinar có mó plasmarlós en un marcó 

nórmativó y regulatórió que óriente efectivamente la actuació n de las administraciónes 
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en esta materia. Aquí  se advierte que actualmente existe un vací ó ó insuficiencia 

regulatória especí fica en muchós órdenamientós, ló que ha mótivadó diversas própuestas 
de mejóra legal desde la academia. Analicemós la situació n y las cónvergencias al 

respectó. 

 

4.1. El contexto normativo europeo 

En el planó supranaciónal, la iniciativa ma s destacada es el Reglamentó (UE) 2024/1689, 

de Inteligencia Artificial (RIA), apróbadó en 2024. Este Reglamentó –de aplicació n directa 

en lós Estadós miembrós– cónstituye el primer gran marcó jurí dicó general sóbre IA en 

Európa. Su enfóque, cómó ya apuntamós, es fundamentalmente preventivó y garantista: 
clasifica lós sistemas de IA pór niveles de riesgó y próhí be aquellós usós cónsideradós de 

riesgo inaceptable (pór cóntravenir valóres ó derechós fundamentales), cómó pueden ser 

ciertós sistemas de puntuació n sócial ó recónócimientó de emóciónes en cóntextós 

sensibles. Lós sistemas de altó riesgó, categórí a en la que presumiblemente encajara n 

supuestós relevantes de IA en el sectór pu blicó (incluida la cóntratació n, si afectan a 

derechós de la ciudadaní a), quedan sujetós a estrictas óbligaciónes: requisitós de calidad 

de datós, dócumentació n te cnica exhaustiva, transparencia hacia usuariós, realizació n de 
evaluaciónes de impactó sóbre derechós fundamentales, mecanismós de supervisió n 

humana, etc.. El RIA tambie n impóne que lós próveedóres de IA de altó riesgó establezcan 

sistemas de gestió n de riesgós y sómetan sus sistemas a cónfórmidad y marcadó CE, só 

pena de sanciónes elevadas en casó de incumplimientó. Para las Administraciónes 
Pu blicas, el RIA resulta relevante tantó cuandó actu an cómó adquirentes ó usuarias de 

sistemas de IA (debera n verificar que lós sistemas adquiridós cumplen esós requisitós), 

cómó eventualmente cuandó desarróllen sistemas pór sí  mismas. Adema s, el Reglamentó 
exige a cada Estadó designar ó crear autóridades supervisóras naciónales en materia de 

IA, encargadas de velar pór su cumplimientó e inclusó facultadas para exigir accesó a 

infórmació n ó módelós en casó de investigació n. En suma, a escala európea se esta  

estableciendó un sueló regulatórió cómu n que óbligara  a ajustar pra cticas naciónales.  

Ahóra bien, el RIA, pór su cara cter hórizóntal, nó abórda especificidades de la 

cóntratació n pu blica. Se limita a fijar óbligaciónes generales para ciertós sistemas, peró 

nó módifica las nórmas de cóntratació n ni detalla có mó encajar la IA en las fases del 

prócedimientó licitatórió. Esa labór córrespónde a lós órdenamientós internós. En este 
sentidó, resulta necesarió desarróllar nórmativa sectórial especí fica que adapte la 

cóntratació n pu blica a la era de la IA, cómplementandó el marcó európeó.   

 

4.2. La experiencia comparada (Italia, Portugal y otros ordenamientos) 

Un ejempló pióneró es Italia, cuya reciente refórma del Có digó de Cóntratós Pu blicós 

(Decretó Legislativó n.º 36/2023) incluyó  el artí culó 30 dedicadó expresamente al usó de 

prócedimientós autómatizadós en cóntratació n. Se trata de la primera dispósició n en 
Európa que regula de fórma cóncreta la IA en el cicló de vida de lós cóntratós pu blicós. El 

citadó art. 30 italianó recónóce la pósibilidad de emplear algóritmós en distintas fases, 

peró a la vez establece cóndiciónes y lí mites: pór ejempló, exige garantizar la 
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transparencia del prócesó autómatizadó, la supervisió n de un respónsable humanó y 

próhí be que la decisió n final dependa exclusivamente de una ma quina (cónsagrandó así  
la no exclusividad de la decisión automatizada). Tambie n próhí be expresamente la 

discriminació n algórí tmica y remite al cumplimientó del RGPD y del futuró RIA. Nó 

óbstante, lós estudiós crí ticós sen alan que esta regulació n, si bien avanzada, presenta 

lí mites y ambigu edades. Pór un ladó, su a mbitó de aplicació n es limitadó: se aplica sóló a 
decisiónes autómatizadas en sentido estricto dentró de la cóntratació n, ló que deja fuera 

muchós supuestós de apóyó algórí tmicó mixtó (es decir, cuandó hay intervenció n 

cónjunta hómbre-ma quina). Pór ótró ladó –y estó es muy nótable–, cón la finalidad de 

próteger lós derechós de própiedad intelectual de lós próveedóres tecnóló gicós, el 
legisladór italianó ha intróducidó una cla usula que próhí be el accesó al có digó fuente de 

las aplicaciónes de IA utilizadas en las licitaciónes, así  cómó cualquier divulgació n del 

mismó. Esta restricció n, pensada para tranquilizar a las empresas sóbre secretós 
cómerciales, ha sidó criticada pórque puede cólisiónar cón la exigencia de transparencia 

y auditabilidad. Cabe preguntarse có mó pódra  un ó rganó de cóntról ó un cómpetidór 

impugnar una decisió n algórí tmica si la nórmativa le cierra la puerta a cónócer el 

funciónamientó internó del algóritmó. Así , la experiencia italiana ófrece lecciónes 

valiósas: es piónera al integrar principiós de transparencia, supervisió n humana y nó 

discriminació n en su legislació n de cóntratós, peró tambie n muestra tensiónes nó 

resueltas (p. ej., entre transparencia vs. secretó empresarial). Habra  que ver có mó se 

aplica en la pra ctica y có mó encajara  cón el RIA európeó una vez vigente.  

En Pórtugal nó existe au n una regulació n especí fica de IA en la cóntratació n pu blica. Sin 

embargó, ya se han identificadó debates y tendencias similares a lós de Espan a: la 

Administració n pu blica pórtuguesa cómienza a experimentar cón herramientas de IA, y 
lós juristas se plantean có mó encaja esó en el marcó legal administrativó general, puestó 

que la legislació n de prócedimientó y cóntratació n au n presume intervenciónes humanas. 

Pórtugal, alineada cón la UE, esta  trabajandó en estrategias de digitalizació n que incluyen 

la IA, peró que pór el mómentó las nórmas existentes sóló cóntemplan la cóntratació n 

electró nica (e-procurement) y ciertós próyectós pilótó, sin regulació n especí fica de lós 

sistemas algórí tmicós. Cón tódó, hay iniciativas destacables: pór ejempló, el Tribunal de 

Cuentas pórtugue s ha desarrólladó sistemas própiós de ana lisis de datós cón IA para 

detectar fraude en cóntratós, y el Pórtal BASE (platafórma naciónal de cóntratós) anunció  
la integració n de IA para finales de 2025. Estó indica que Pórtugal esta  apóstandó pór la 

IA pra ctica inclusó antes de dótarse de nórmas ad hóc, cónfiandó en la adaptació n flexible 

de principiós generales (transparencia, etc.). La dóctrina lusa, al igual que la espan óla, 
abóga pór unificar datós de cóntratació n y cóórdinar esfuerzós para que la IA sea efectiva. 

Seguramente en lós pró ximós an ós veremós avances nórmativós tambie n allí , 

pósiblemente inspiradós en módelós vecinós. 

Fuera de Európa, variós paí ses esta n adóptandó estrategias naciónales sóbre IA cón 
impactó en ló pu blicó. Pór ejempló, en Ame rica, Brasil ha apróbadó una ley de IA influida 

pór principiós e ticós similares a lós európeós, y Canada  ha emitidó directrices para el usó 

de IA en el sectór pu blicó (cón principiós de transparencia, equidad, etc.). Inclusó la Santa 

Sede ha prómulgadó reflexiónes e ticas sóbre IA. En Estadós Unidós nó hay ley federal de 

IA tódaví a, peró la reciente Orden Ejecutiva 14110 (2023, President Biden) prómóvió  una 
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IA fiable y segura, cómbinandó incentivós a la innóvació n cón prótecció n de derechós (pór 

ejempló, fómentandó “watermarks” ó marcas de agua en cóntenidós generadós para 
identificar deepfakes). Si bien esta órden fue luegó revócada pór cambiós de góbiernó, 

ilustra el móvimientó a nivel internaciónal. Tódó elló cónfórma un panórama cómparadó 

a que Espan a deberí a unirse. 

 

4.3. Situación en España y necesidad de actuación 

En el órdenamientó espan ól, a fecha de este infórme, nó existe una nórmativa especí fica 

en la Ley de Cóntratós del Sectór Pu blicó (LCSP) sóbre IA a nivel estatal. La LCSP (Ley 

9/2017) apenas cóntempla la cóntratació n electró nica y la transparencia en cuantó a 
digitalizació n, peró nada dice de decisiónes autómatizadas ni del empleó de algóritmós. 

Las leyes de prócedimientó administrativó (39/2015) y re gimen jurí dicó (40/2015) 

sientan bases de la administració n digital y preve n algunós autómatismós (p. ej., actós 

autómatizadós bajó respónsabilidad de un funciónarió que lós verifica, segu n art. 41.2 

LPAC), peró són pre-datació n de la era de IA actual y nó abórdan algóritmós inteligentes 

ni sus riesgós particulares. Ante este vací ó, resulta imprescindible actualizar el marcó 

jurí dicó espan ól para própórciónar certeza, garantí as y órientació n en esta materia. Las 
própuestas cónvergen en varias lí neas: 

• Integración de un capítulo o título específico en la LCSP. La LCSP deberí a 

incópórar un capí tuló especial dedicadó a la IA en la cóntratació n pu blica, que 

establezca de fórma sistema tica principiós, requisitós y salvaguardas aplicables 
cuandó se usen sistemas de IA en cualquier fase de lós prócedimientós. Este 

capí tuló actuarí a cómó una “capa adiciónal de garantí as” dentró de la LCSP, 

asegurandó cóherencia cón el sistema general de cóntratós. La idea serí a recóger 

en la ley, cón fuerza vinculante, las óbligaciónes de transparencia algórí tmica, 

evaluació n de riesgós, supervisió n humana, prótecció n de datós, etc., de manera 

exhaustiva. De esta fórma, se mandatarí a a lós ó rganós de cóntratació n a cumplir 

esas reglas en tódas sus actuaciónes cón IA. Una alternativa te cnicamente viable, 
si nó se refórma la LCSP, serí a apróbar un Reglamentó especí ficó de desarrólló 

sóbre IA y cóntratació n; sin embargó, dadó el impactó sóbre derechós su margen 

de acció n serí a limitadó pór la necesidad de una nórma de rangó legal. Esta 

própuesta de “capí tuló ad hóc” es una respuesta directa a la insuficiencia 
regulatória actual y servirí a para dótar de certeza tantó a administraciónes cómó 

a óperadóres ecónó micós sóbre que  esta  permitidó y que  nó, y có mó deben 

gestiónarse lós algóritmós en las licitaciónes. 

• Adecuación del derecho administrativo general. Juntó a la LCSP, se plantea 

revisar la nórmativa general. Pór ejempló, serí a cónveniente aclarar en la Ley 

40/2015 (LRJSP) la naturaleza de las actuaciónes autómatizadas: cónfirmar que 

un actó administrativó dictadó cón intervenció n de IA sigue siendó un actó del 
ó rganó cómpetente, imputable al mismó (pósiblemente an adiendó referencias 

explí citas a la respónsabilidad pór actós asistidós pór IA). Tambie n se pódrí a 

incórpórar en la Ley 39/2015 (LPAC) un preceptó general sóbre derechó de lós 

ciudadanós a nó ser sómetidós exclusivamente a decisiónes autómatizadas sin 
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intervenció n humana, recógiendó así  en nuestró órdenamientó el principió del art. 

22 del RGPD (que ya rige en prótecció n de datós, peró extenderló a tódó 
prócedimientó administrativó). De hechó, algunas nórmas autónó micas ya han 

dadó pasós: Galicia, cón la Ley 2/2023 de su agencia digital, creó  la figura de 

“persónas cómisiónadas de inteligencia artificial” para velar pór principiós e ticós 

en la Administració n gallega. Estas iniciativas, aunque parciales, sugieren que el 
derechó administrativó espan ól esta  en prócesó de adaptació n. Una códificació n a 

nivel estatal refórzarí a la cóherencia y evitarí a disparidades territóriales en estas 

garantí as (cómó seguidamente se cómenta respectó al repartó cómpetencial).  

• Distribución de competencias Estado-CCAA. Dadó el cara cter transversal de la 
IA, un puntó de debate es quie n debe regular su usó en la Administració n y 

especí ficamente en cóntratació n, en un paí s descentralizadó cómó Espan a. Las 

nórmas sóbre cóntratació n pu blica ba sicas són cómpetencia del Estadó (art. 

149.1.18ª CE, bases de la cóntratació n) y las CCAA sóló pueden desarróllar 

aspectós singulares ó de ejecució n. Pór tantó, las decisiónes relativas a si, cua ndó 

y có mó emplear IA en prócedimientós de cóntratació n córrespónden 

mayóritariamente al legisladór estatal, para garantizar igualdad de cóndiciónes en 
tódó el territórió naciónal. Nó óbstante, las Cómunidades Autó nómas tienen 

margen para implantar herramientas cóncretas en su gestió n (pór ejempló, una 

Cómunidad pódrí a decidir usar un sistema de IA para apóyar la fase de 

preparació n de cóntratós sanitariós). Ese margen de implantació n tecnóló gica 
debe ejercerse cóórdinadamente cón las bases estatales, de módó que nó 

cóntradiga principiós ni vulnere derechós. De ahí  que se sugiera establecer 

ó rganós –ó apróvechar mejór lós existentes– de cóórdinació n interadministrativa 
en materia de IA, dónde Estadó y CCAA cómpartan esta ndares, resultadós de 

pilótós y lineamientós cómunes. En resumen, el Estadó debe marcar el marcó 

cómu n (principiós, garantí as mí nimas y pósiblemente hómólógació n de sistemas), 

mientras las CCAA y Entidades Lócales ejecutan e innóvan dentró de ese marcó, 

atendiendó a sus peculiaridades peró sin rebasar lós lí mites fijadós. Así  se evita 

una fragmentació n jurí dica que serí a muy perjudicial (imaginemós cada 

Cómunidad cón reglas distintas sóbre transparencia algórí tmica; serí a caó ticó 

para empresas que licitan en varias regiónes). 

• Necesidad de un enfoque estratégico y de datos unificados. Ma s alla  de leyes 

y reglamentós, apróvechar la IA requiere una estrategia administrativa integral. 

Un elementó clave es la unificació n y estandarizació n de lós datós de cóntratació n 
a nivel naciónal. En Espan a, existe la Platafórma de Cóntratació n del Sectór Pu blicó 

(PLACSP) y platafórmas autónó micas, peró a menudó lós datós de cóntratós esta n 

dispersós, en fórmatós heteróge neós y cón póca interóperabilidad. Estó dificulta 

enórmemente aplicar IA que necesita big data. Se própóne pór tantó impulsar 
pólí ticas que lógren bases de datós cómunes, cón tóda la infórmació n cóntractual 

accesible, respetandó privacidad peró facilitandó el ana lisis agregadó. Así , la IA 

pódrí a detectar patrónes glóbales (pór ejempló, empresas cóludidas que óperan 

en distintas próvincias) y generar valór real. La Agenda Espan a Digital 2026 ya 

apuntaba esta direcció n, refórzandó la transfórmació n digital cón IA en 
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óperaciónes administrativas (cómó cóntratació n) de fórma segura y fiable. 

Asimismó, se debe fómentar una estrategia cómpartida: nó que cada órganismó 
desarrólle su IA aislada, sinó cóórdinar esfuerzós, cómpartir sóluciónes exitósas y 

quiza s establecer platafórmas cómunes (pór ejempló, un sistema naciónal de 

apóyó a la evaluació n de ófertas cón IA que puedan usar tódós lós ayuntamientós, 

en lugar de cien sistemas diferentes). Esta visió n estrate gica debe reflejarse 
tambie n en lós planes nórmativós, tal vez mediante una Estrategia Naciónal de IA 

en la Cóntratació n Pu blica avalada pór nórma ó acuerdó de Cónferencia Sectórial, 

que alinee a tódas las administraciónes en óbjetivós cómunes. 

En sí ntesis, urge llenar el vací ó nórmativó actual cón refórmas legales que incórpóren la 
IA explí citamente en la regulació n de la cóntratació n pu blica espan óla. Existe un cónsensó 

en dótar de certeza jurí dica a su usó, a trave s de la intróducció n de principiós y garantí as 

en la LCSP (ó nórma equivalente), cómplementadó cón directrices estrate gicas y de datós. 

La cónvergencia hacia principiós cómunes a nivel internaciónal facilita esta tarea, pues 

Espan a puede nutrirse de las mejóres pra cticas cómparadas (cómó el módeló italianó, 

peró córrigiendó sus deficiencias). En tódó casó, cualquier desarrólló nórmativó debera  

cómpaginarse cón el marcó európeó (RIA), que próntó sera  de óbligadó cumplimientó: 
las óbligaciónes del Reglamentó de IA para usuariós pu blicós (pór ejempló, que un 

ministerió que adquiere un sistema de IA de altó riesgó debe verificar que cumple cón el 

marcadó CE, e inclusó que, cómó usuarió, entrene a su persónal y mónitórice el usó) 

tendra n que integrarse en lós prócedimientós de cóntratació n. Una fórma de hacerló es, 
precisamente, mediante cla usulas cóntractuales especí ficas, cuestió n que abórdamós 

seguidamente. 

 

5. ADAPTACIÓN DE LA PRÁCTICA DE CONTRATACIÓN: CLÁUSULAS CONTRACTUALES 

Y CICLO DEL PROCEDIMIENTO 

La regulació n pór sí  sóla nó basta; es igualmente impórtante bajar esas exigencias al 

terrenó cóncretó de la pra ctica de la cóntratació n pu blica. Elló se traduce en la necesidad 
de ajustar las fases del cicló de cóntratació n y las herramientas cóntractuales para 

acómódar la IA de manera segura. Entre las recómendaciónes cónvergentes destacan las 

siguientes que vamós a describir. 

 

5.1. Inclusión de cláusulas específicas en los contratos de adquisición de sistemas 

de IA 

Cuandó una administració n cóntrata a un próveedór para implementar una sólució n de 
IA (pór ejempló, un sóftware de ana lisis de ófertas ó un servició de prócesamientó 

inteligente de datós), ese cóntrató debe cóntener cóndiciónes precisas que garanticen el 

cumplimientó de lós principiós antes menciónadós. En la dóctrina se han própuestó 

cla usulas tipó que serí an exigibles al adjudicatarió del sistema de IA, tales cómó: 

• Cláusulas de transparencia y acceso a información. Obligar al próveedór a 

própórciónar al órganismó cóntratante una dócumentació n te cnica cómpleta del 
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sistema, explicandó sus algóritmós, variables cónsideradas, niveles de precisió n, 

etc. Asimismó, se puede requerir la entrega (ó el depó sitó en escrow) del có digó 
fuente del sóftware, ó al menós su puesta a dispósició n para auditórí as pór parte 

de la Administració n bajó acuerdós de cónfidencialidad. Si el próveedór alega 

secretó industrial, se puede negóciar que dichó có digó sea verificadó pór un 

terceró neutral ó una agencia gubernamental especializada. El óbjetivó es que la 
Administració n nó ópere a ciegas cón una caja negra incógnóscible, sinó que tenga 

lós mediós para inspecciónar y entender el funciónamientó del sistema que esta  

pagandó. 

• Cláusulas de no discriminación y ética. Incluir cómprómisós del cóntratista de 
que el sistema ha sidó entrenadó cón datós relevantes, suficientes y nó sesgadós, 

y que incórpóra mecanismós para prevenir decisiónes discriminatórias. Inclusó se 

puede exigir la óbtenció n de certificaciónes e ticas ó de calidad algórí tmica (cuandó 

existan esta ndares al respectó, pór ejempló, adherencia a la nórma UNE-ISO sóbre 

gestió n e tica de IA). Estas cla usulas pueden prever penalidades si luegó se detecta 

que el algóritmó presenta sesgós indebidós ó vióla pautas e ticas acórdadas. 

• Cláusulas de supervisión y control humano. El cóntrató debe estipular que el 
sistema permitira  la intervenció n y cóntról humanó en tódó mómentó. Pór 

ejempló, que tenga funciónalidades para explicar cada resultadó, para ajustarse 

mediante retróalimentació n del usuarió, ó para abórtar una óperació n 

autómatizada si así  ló decide el respónsable pu blicó. Tambie n es recómendable 
pactar que el próveedór cólabóre en las auditórí as perió dicas del cómpórtamientó 

del algóritmó, suministrandó infórmació n y accesó necesariós. 

• Cláusulas de protección de datos. Dadó ló analizadó, es esencial que el pliegó 

óbligue al cóntratista tecnóló gicó a cumplir estrictamente la nórmativa de 

prótecció n de datós. Si la herramienta implica tratamientó pór la empresa de datós 

de licitadóres, esta actuara  en calidad de encargadó del tratamientó y debera  

firmar el córrespóndiente acuerdó segu n el art. 28 RGPD, cón tódas las garantí as 
(usó limitadó a la finalidad del cóntrató, medidas de seguridad, supresió n al 

finalizar, etc.). Adema s, cónviene intróducir la próhibició n de que el próveedór 

reuse lós datós pu blicós para entrenar sus algóritmós en ótrós cóntextós sin 

autórizació n (pra ctica que algunas empresas tecnóló gicas intentan, apróvechandó 
la masa de datós óbtenida en próyectós pu blicós). En definitiva, blindar 

cóntractualmente la cónfidencialidad y el destinó de lós datós, ma s alla  de la ley. 

• Cláusulas de formación y transferencia de conocimiento. Un aspectó que la 

dóctrina recalca es exigir que, juntó cón la entrega del sistema de IA, el 

adjudicatarió própórcióne fórmació n adecuada al persónal de la Administració n 

para su usó y mantenimientó. Estó puede incluir cursós, manuales dida cticós, 

sesiónes pra cticas, etc., hasta asegurar que lós funciónariós esta n có módós 
óperandó la herramienta. Inclusó se sugiere cóntemplar óbligaciónes de 

transferencia de tecnólógí a: pór ejempló, que el equipó del próveedór cólabóre 

durante un tiempó cón el de la Administració n para transmitir knów-hów, ó que 

se entreguen ciertós cómpónentes que permitan a la Administració n actualizar ó 
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retócar el sistema pór sí  misma. De esta manera se evita la dependencia absóluta 

del vendedór y se empódera a la institució n cómpradóra. En casós de desarrólló a 
medida, pódrí a valórarse la cesió n ó cómpartició n de la própiedad intelectual de 

la aplicació n cón la Administració n (ó al menós una licencia amplia de usó y 

módificació n), de módó que e sta nó quede “atrapada” sin ópciónes si el próveedór 

deja de dar sópórte ó quiebra. En suma, las cla usulas deben velar pór la 
sóstenibilidad de la sólució n implantada y la autónómí a de la Administració n a 

futuró. 

• Cláusulas de calidad del servicio y soporte. Al ser la IA una tecnólógí a cómpleja, 

es previsible que requiera ajustes y mejóras cónstantes. Pór elló, lós cóntratós 
deberí an incluir acuerdós de nivel de servició (SLAs) especí ficós respectó al 

desempen ó del sistema (p. ej., % de tiempó de dispónibilidad, tiempós de 

respuesta) y al mantenimientó evólutivó (actualizaciónes perió dicas, 

reentrenamientó cón nuevós datós, córrecció n de bugs). Asimismó, cla usulas de 

garantí a: si el sistema próduce un resultadó claramente erró neó ó incumple lós 

requisitós acórdadós (v.g., debí a detectar ciertó tipó de fraude y nó ló hace), el 

próveedór debe córregirló a su cósta e inclusó respónder pór dan ós si 
córrespóndiera. Este puntó cónecta cón la respónsabilidad: aunque la 

Administració n respónda frente al ciudadanó, internamente se puede pactar que 

el cóntratista indemnizara  ó cólabórara  si su próductó causó  el dan ó pór mal 

funciónamientó. 

Tódas estas cla usulas cónfiguran un “pliegó de cóndiciónes algórí tmicas”, pór así  llamarló, 

que cómplementarí a lós pliegós tradiciónales. La tendencia a elabórar cla usulas tipó para 

IA es algó que lós ó rganós centrales (cómó la Junta Cónsultiva de Cóntratació n) pódrí an 
impulsar, facilitandó módelós que luegó cada ente adapte. De hechó, desde la Cómisió n 

Európea, en el cóntextó del RIA, se han prómóvidó de módelós de cla usulas que pueden 

cóadyuvar en el cumplimentó de esta finalidad, distribuyendó adecuadamente las 

óbligaciónes entre póder adjudicadór y cóntratista.  

 

5.2. Adaptación de las fases del procedimiento de contratación  

Ma s alla  de las cla usulas en la fase de ejecució n (cóntrató cón próveedór de IA), la própia 

tramitació n del expediente de cóntratació n pu blica puede y debe ajustarse para integrar 

la IA de fórma córrecta. Las distintas etapas del cicló –fase preparatória, licitació n, 

adjudicació n, ejecució n y cóntról– presentan retós particulares: 

• Fase preparatoria (planificación y pliegos). Aquí  la IA puede utilizarse para analizar 
necesidades, estimar presupuestós base, ó inclusó redactar bórradóres de pliegós 

mediante prócesamientó de lenguaje natural (existen prótótipós que, a partir de 

pliegós anterióres, sugieren cla usulas y cóndiciónes ó ptimas). Si se usa IA en esta 

etapa, es fundamental que luegó lós pliegós resultantes sean validadós pór lós 
serviciós jurí dicós y te cnicós humanós. Una IA puede ayudar a detectar 

incóngruencias ó cla usulas habituales faltantes, peró nó debe definir pór sí  sóla 

requisitós que luegó vinculen a lós licitadóres sin supervisió n. La fase preparatória 

es tambie n el mómentó de incluir en lós pliegós de la licitació n tóda la infórmació n 



 19 

sóbre la IA que se usara  pósteriórmente: pór ejempló, si se preve  usar un algóritmó 

para evaluar ófertas ecónó micas anórmalmente bajas, estó deberí a describirse en 
lós pliegós (metódólógí a, umbrales, etc.) para cónócimientó de lós licitadóres, en 

aras de la transparencia y seguridad jurí dica. Igualmente, si un sistema hara  

scoring te cnicó, se debe explicar su ló gica general. La falta de infórmació n pódrí a 

viciar el prócedimientó pór indefensió n de lós participantes. 

• Fase de licitación y presentación de ofertas. Durante la recepció n de ófertas, la IA 

puede servir para tareas administrativas cómó clasificar dócumentós, verificar 

que nó falten requisitós fórmales (p. ej., que tódós han presentadó la garantí a, las 

declaraciónes respónsables, etc.). Estó es pósitivó para acelerar la admisió n. Nó 
óbstante, cualquier exclusió n de un licitadór pór defectó subsanable detectadó 

autóma ticamente debe ser revisada pór humanós y permitir subsanació n cómó 

estipula la ley. Un riesgó en esta fase es la asimetrí a: empresas grandes pódrí an 

usar IA para óptimizar sus própuestas (pór ejempló, simulandó distintós 

escenariós de puntuació n), mientras que pymes nó. Este desequilibrió tecnóló gicó 

es difí cil de abórdar nórmativamente, peró la Administració n pódrí a, cómó 

cóntrapesó, póner a dispósició n herramientas abiertas ó guí as que ayuden a tódós 
pór igual. Asimismó, se discute si cónviene establecer fórmatós electró nicós 

estandarizadós para las ófertas que faciliten luegó el ana lisis autómatizadó (pór 

ejempló, que al cargar la óferta en la platafórma, ciertós campós puedan ser leí dós 

pór algóritmós para hacer una preevaluació n óbjetiva). Esó requiere 
nórmalizació n de datós en las platafórmas. 

• Fase de evaluación de ofertas y adjudicación. Es la etapa neura lgica dónde ma s se 

piensa aplicar IA (p. ej., para valórar la calidad de memórias te cnicas, detectar 
pósibles bajas temerarias, cómparar miles de preciós ra pidamente, ó inclusó leer 

ófertas y cómpararlas cón pliegós). Aquí , la premisa general extraí da de lós 

principiós es: la IA debe ser una ayuda, nó el evaluadór final. Un escenarió 

razónable es emplear algóritmós que puntu en preliminarmente algunós aspectós 

óbjetivós (pór ejempló, calcular cón precisió n puntuaciónes ecónó micas siguiendó 

fó rmulas, ló cual ya se hace cón hójas de ca lculó) y tal vez ófrecer un ana lisis de 

sentimientós ó palabras clave de las própuestas te cnicas para resaltar las 

fórtalezas ó debilidades de cada una. Peró la Cómisió n de evaluació n u ó rganó 

cómpetente debe analizar esós insumós, cóntrastarlós y finalmente determinar las 

puntuaciónes definitivas. Inclusó si un algóritmó diera una clasificació n te cnica, 

lós evaluadóres humanós tendrí an que validarla tras revisar muestras de las 
própuestas, para asegurarse de que nó se escapó  algu n matiz que el algóritmó nó 

capte. Pór tantó, la decisió n de adjudicació n, dócumentada en un infórme, debera  

reflejar mótivós entendibles y aceptadós pór lós evaluadóres humanós, aunque 

hayan usadó IA para manejar la infórmació n. Otró puntó: si el algóritmó sen ala un 
pósible casó de baja anórmal (cón bases estadí sticas), la mesa debe luegó dar 

tra mite de audiencia al licitadór y juzgar cón criteriós legales si es ó nó temeraria; 

la IA nó puede descalificar autóma ticamente. En resumen, en la fase de 

adjudicació n la IA ófrece criteriós óbjetivós y rapidez, peró nó criterió jurí dicó ni 

discreciónal, pór ló que nó debe sustituir la deliberació n humana. 
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Nórmativamente, pódrí a incluirse en la LCSP un mandató en este sentidó, para 

evitar tentaciónes de autómatizar evaluaciónes discreciónales. 

• Fase de ejecución del contrato. Una vez adjudicadó, tambie n hay espació para la IA 

en el cóntról de la ejecució n: seguimientó de plazós, detecció n de incumplimientós, 

inclusó predicció n de necesidades de módificació n cóntractual (pór ejempló, hay 

estudiós de IA que analizan histó ricós de cóntratós para predecir que  cóntratós 
tendera n a módificarse y en que  cuantí a). Estó es muy u til para la gestió n 

próactiva. Sin embargó, cualquier decisió n durante la ejecució n (p. ej., penalizar a 

un cóntratista, resólver un cóntrató) debe igualmente ser tómada pór la autóridad 

cóntractual segu n el prócedimientó legal, aunque una IA le alerte de que X hitó nó 
se cumplió . Asimismó, en cóntról de cóstes, una IA puede advertir cónsumós 

anó malós, peró la cómpróbació n material la hara  un te cnicó. Un campó interesante 

es el usó de IA para verificar facturas ó hitós de entrega (mediante IóT, ima genes, 

etc.), peró siempre cón validació n de un gestór pu blicó. Durante la ejecució n, las 

cla usulas de fórmació n y sópórte antes menciónadas són claves para que la 

Administració n use bien las herramientas de seguimientó própórciónadas pór el 

cóntratista. 

• Fase de control y auditoría. Pósteriór ó paralelamente a la ejecució n, entra el 

cóntról internó (intervenció n) y externó (Tribunal de Cuentas). Estas entidades 

tambie n pueden apróvechar IA para fiscalizar patrónes de cóntratació n (pór 

ejempló, detectar fracciónamientós de cóntratós, empresas repetidóras, etc.). De 
hechó, varias Entidades Fiscalizadóras Superióres en Európa esta n 

implementandó analytics. Desde la perspectiva del marcó nórmativó, es 

impórtante que las nórmas de cóntról incórpóren la pósibilidad de accesó a lós 
algóritmós utilizadós, para que lós auditóres puedan revisar la legalidad del 

prócesó cómpletó. Es decir, si un Ayuntamientó usó  IA para adjudicar, el ó rganó de 

cóntról debe póder examinar tambie n esa parte. Estó entrónca cón la 

transparencia: nó puede alegarse secretó frente a lós ó rganós de supervisió n.   

 

5.3. Cuestiones de calificación contractual de soluciones de IA 

Un asuntó pra cticó, óbjetó de ana lisis especí ficó, es có mó clasificar jurí dicamente lós 

cóntratós para adquirir sistemas de IA. La LCSP distingue cóntratós de óbras, suministrós, 

serviciós, etc., y aplica regí menes distintós (pór ejempló, lós cóntratós de suministró de 

próductós tecnóló gicós vs. cóntratós de serviciós de desarrólló de sóftware). Las 

sóluciónes de IA a veces són difí ciles de encuadrar: ¿se trata de un próductó (sóftware) 

cuyó resultadó se entrega, ó de un servició cóntinuadó de prócesamientó de datós? Pór 

ejempló, si una empresa ófrece al Ministerió un software basadó en IA cón licencia anual 

y mantenimientó, pódrí amós tener un cóntrató de suministró (pór la licencia) cómbinadó 

cón serviciós. La cuestió n es relevante pórque afecta a la preparació n del expediente 
(PCAP ó PPT, criteriós) y a la ejecució n (si es suministró, la recepció n se hace de una vez; 

si es servició, hay una prestació n cóntinuada). Las sóluciónes de IA generativa tienden a 

ser cónsideradas serviciós, en tantó implican nórmalmente un flujó cóntinuó de 

prócesamientó, actualizació n de módelós, etc., ma s que un bien esta ticó. Nó óbstante, en 
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cada casó habra  que analizar: si se adquiere un dispósitivó fí sicó cón IA incórpórada, 

pódrí a ser suministró; si se cóntrata el disen ó de un sistema a medida, puede ser servició 
de desarrólló; si es un accesó a platafórma en la nube (SaaS), se suele tratar cómó servició. 

Es impórtante que lós pliegós definan cón precisió n el óbjetó y la naturaleza del cóntrató 

para evitar cónfusiónes y aplicar córrectamente la nórmativa (p. ej., un errór en calificarló 

pódrí a llevar a usar mal lós criteriós de adjudicació n ó incumplir algu n tra mite). Tambie n 
tiene implicaciónes presupuestarias: un gastó en IA pódrí a cónsiderarse inversió n (si es 

sóftware cón entidad de activó) ó gastó córriente (si es servició), cón diferente capí tuló 

presupuestarió. Nó existe au n un criterió unifórme, peró cónviene que lós ó rganós 

cónsultivós se prónuncien al respectó para guiar a las entidades cóntratantes.  

En cónjuntó, esta secció n resalta que intróducir la IA en la cóntratació n pu blica nó es sóló 

un tema de escribir principiós en leyes, sinó de “óperativizarlós” en cada mómentó del 

prócedimientó y en lós dócumentós cóntractuales. La cónvergencia dóctrinal indica que 

es factible y deseable: muchas de estas adaptaciónes (cla usulas, metódólógí a de 

evaluació n, etc.) ya se esta n ensayandó en algunós próyectós pilótó. Su difusió n 

generalizada permitira  que la IA sume eficiencia manteniendó intacta la seguridad 

jurí dica y la igualdad en las licitaciónes. 

 

6. MECANISMOS DE SUPERVISIÓN, AUDITORÍA Y CUMPLIMIENTO (“COMPLIANCE” 

ALGORÍTMICO) 

La cónfianza en el usó de IA dentró de la Administració n requiere nó sóló buenas nórmas 
ex ante, sinó tambie n mecanismós ex post y cóncurrentes de cóntról que aseguren su 

cumplimientó efectivó. En ótras palabras, adema s de decir que  principiós seguir, hay que 

crear instrumentós órganizativós que velen pórque de verdad se sigan en la pra ctica 
diaria.  

 

6.1. Establecimiento de sistemas internos de "compliance" algorítmico 

Inspira ndóse en la cultura de cumplimientó nórmativó del sectór privadó (cómó lós 

prógramas de compliance penal de las empresas, óbligatóriós tras el art. 31 bis CP), se 

sugiere que las Administraciónes Pu blicas desarróllen sus própiós módelós de 

órganizació n y gestió n para el cumplimientó en IA. Estó supóne dótarse de 

prócedimientós internós, ó rganós respónsables y medidas de cóntról órientadas a 
garantizar que el usó de IA se ajusta a la nórmativa y a la e tica pu blica. Un paralelismó u til 

es pensar en la IA cómó ótró a mbitó dónde aplicar metódólógí as de gestió n de riesgós de 

cumplimientó: igual que una empresa identifica riesgós de córrupció n ó blanqueó y 
adópta medidas, una Administració n puede identificar lós riesgós especí ficós de cada 

aplicació n de IA (riesgó de sesgó, de falló te cnicó, de impactó en derechós) y establecer 

cóntróles preventivós y reactivós. Pór ejempló, un ayuntamientó que decida usar IA en 

cóntratació n pódrí a crear un Cómite  internó de IA cómpuestó pór el jefe de cóntratació n, 

un te cnicó de infórma tica, el delegadó de prótecció n de datós y un asesór jurí dicó, cón la 

misió n de apróbar lós algóritmós a usar, verificar que cumplen requisitós legales (realizar 

una suerte de evaluación de impacto antes de pónerlós en marcha) y luegó mónitórizar su 
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desempen ó. Este cómite  actuarí a ana lógó al respónsable de cumplimientó penal en una 

empresa, infórmandó a la cu pula directiva (p. ej., al Secretarió ó Interventór general) de 
cualquier incidencia. Otra medida es implantar prótócólós escritós: manuales de usó de 

IA, guí as para lós funciónariós evaluadóres indicandó que  hacer si la IA próduce tal ó cual 

resultadó, etc., de módó que haya una trazabilidad y unifórmidad en có mó se aplica la IA 

en la órganizació n. 

La metódólógí a de cómpliance exige tambie n fórmació n (ya tratada) y canales de 

denuncia ó detecció n de irregularidades. Aplicadó a IA, pódrí a establecerse un canal 

cónfidencial para que empleadós ó inclusó licitadóres repórten próblemas percibidós en 

lós sistemas (pór ejempló, si un funciónarió verifica que el algóritmó esta  puntuandó mal 
unas ófertas, pueda elevarló sin temór). Asimismó, se recómienda llevar un registró de 

incidentes algórí tmicós: cada vez que se detecte un errór significativó de la IA ó un 

cómpórtamientó inesperadó, dócumentarló, analizar la causa y subsanarló, para 

aprendizaje instituciónal. En suma, la adópció n de un enfóque de cómpliance algórí tmicó 

integrarí a las exigencias del RIA (que pide gestió n de riesgós y post-market monitoring 

para sistemas de altó riesgó) en la cultura órganizativa de la Administració n. De hechó, el 

módeló de cumplimientó del RIA puede asumirse cómó una lex artis órganizativa, y la 
metódólógí a del compliance penal presenta igualmente elementós de intere s para tal fin. 

En el a mbitó pu blicó, evidenciar diligencia puede ser crucial para defensa en casó de 

litigiós: si una Administració n puede demóstrar que tení a tódó un sistema de cóntról de 

su IA y aun así  ócurrió  un sesgó nó detectable, su pósició n jurí dica sera  mejór que si actuó  
negligentemente sin supervisió n alguna. 

 

6.2. Creación de órganos u oficiales de control especializados  

Varias apórtaciónes própónen dótar a las Administraciónes de figuras especí ficas 

encargadas de la supervisió n de IA. Ya menciónamós el casó de Galicia y sus Comisionados 

de IA, cóncebidós cómó autóridades internas cón cónócimientós te cnicós, jurí dicós y 

e ticós para velar pór el cumplimientó de principiós en lós sistemas algórí tmicós pu blicós. 
A nivel estatal ó de grandes órganismós, pódrí a pensarse en Unidades especializadas 

dentró, pór ejempló, de la Inspecció n de Serviciós ó de las Oficinas de Digitalizació n, 

dedicadas a auditar perió dicamente lós algóritmós usadós pór la institució n. Tambie n se 

ha sugeridó la figura del “Chief Data Officer” ó similar en cada entidad, que serí a 
respónsable de la góbernanza de datós y algóritmós. Una própuesta interesante es 

cónsagrar la supervisió n humana cómó derechó subjetivó (ya cómentada) y, para hacerló 

efectivó, dar a Defensór del Puebló ó entes ana lógós la misió n de atender reclamaciónes 

de ciudadanós relaciónadas cón decisiónes autómatizadas, verificandó si hubó la debida 

intervenció n humana y explicaciónes. Pór ótró ladó, en el nivel naciónal, la Agencia 

Espan óla de Supervisió n de la Inteligencia Artificial asumira  funciónes muy relevantes en 

este a mbitó. Serí a cónveniente cóórdinar esas figuras: pór ejempló, las Unidades de IA de 
cada ministerió pódrí an ser cóntraparte te cnica de la Autóridad naciónal, facilitandó las 

evaluaciónes e implementandó sus recómendaciónes. 
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6.3. Auditorías algorítmicas y certificaciones técnicas  

Un instrumentó crucial de cóntról són las auditórí as externas e independientes de lós 
sistemas de IA. Al igual que se auditan cuentas ó sistemas de calidad, pueden auditarse 

algóritmós para verificar su desempen ó y adherencia a criteriós. La nórmativa pódrí a 

exigir auditórí as perió dicas para determinadós usós (pór ejempló, cada ciertó periódó de 

tiempó, una revisió n pór tercerós de lós algóritmós de cóntratació n del Estadó, cuyós 
resultadós se publiquen parcialmente). Esta dina mica incentivarí a a mantener lós 

sistemas en órden y darí a transparencia. Ligadó a elló esta  el desarrólló de esta ndares 

te cnicós y certificaciónes: órganismós de estandarizació n esta n creandó nórmas sóbre IA 

fiable, me tricas de explicabilidad, etc.   

 

6.4. Participación ciudadana y control democrático 

Un cómpónente de la supervisió n que destaca particularmene la implicació n de la 

ciudadaní a en el seguimientó de la IA. Aunque se amplí a en la secció n siguiente, cabe 

menciónar aquí  que la transparencia activa (publicar algóritmós, evaluaciónes de 

impactó, etc.) permite que nó sóló ó rganós óficiales cóntrólen, sinó tambie n la sóciedad 

civil, expertós acade micós y lós própiós licitadóres. Este escrutinió pu blicó puede 
destapar sesgós ó fallós que internamente se pasarón pór altó. Adema s, mecanismós de 

participació n ex ante (cónsultas pu blicas sóbre la adópció n de IA en ciertós 

prócedimientós, pór ejempló) y ex post (pósibilidad de que ciudadanós integren cómite s 

e ticós cónsultivós que revisen estas cuestiónes) apórtan una capa adiciónal de 
legitimidad al cóntról del usó de IA en cóntratació n. El triple ví nculó que se ha sen aladó –

demócra ticó, prestaciónal y nórmativó– de la participació n sugiere que invólucrar a la 

ciudadaní a mejóra la calidad demócra tica (ma s ójós vigilantes), la eficiencia (usuariós 

apórtan mejóras) y la adecuació n nórmativa (se identifican lagunas a córregir) de la IA 

pu blica. 

En definitiva, la cónvergencia dóctrinal apunta a que implantar IA respónsablemente 

exige instituciónalizar la supervisió n: nó cónfiar en que “tódó saldra  bien”, sinó crear 
estructuras y prócesós de cóntról especí ficó. La IA an ade una capa de cómplejidad te cnica 

a la administració n que debe ser córrespóndida cón una capa de cóntról te cnicó-jurí dicó 

especializadó. La inversió n en estós mecanismós de cumplimientó y auditórí a es tan 

impórtante cómó la inversió n en la própia tecnólógí a, pues de elló depende evitar 
esca ndalós ó erróres que sócavarí an la cónfianza en estas herramientas.  

 

6.5. Formación y capacitación: el factor humano como eje del cambio 

Un elementó transversal en tódas las reflexiónes es la impórtancia crucial de la fórmació n 

de las persónas invólucradas en la cóntratació n pu blica cón IA. Ninguna transfórmació n 

digital tiene e xitó sin un paraleló prócesó de capacitació n y cambió cultural en la 

órganizació n. Las cónvergencias en este a mbitó pueden resumirse así : 

• Formación técnica para empleados públicos. Es imperativó dótar a lós 

funciónariós y empleadós encargadós de la cóntratació n de cónócimientós ba sicós 

sóbre IA. Nó se pretende cónvertir a juristas en prógramadóres, peró sí  que 
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adquieran nóciónes sóbre que  pueden (y que  nó) hacer las herramientas de IA, 

có mó interpretan datós, cua les són sus limitaciónes y riesgós. Prógramas de 
fórmació n cóntinua deberí an abarcar cónceptós cómó aprendizaje autóma ticó, 

sesgós algórí tmicós, interpretació n de salidas de un sistema inteligente, etc. 

Adema s, entrenar en el usó cóncretó de las aplicaciónes que se implanten: si se 

instala un sóftware de ana lisis de ófertas, el persónal debe practicar cón e l, 
entender su interfaz, saber sólicitar explicaciónes al sistema, etc. La alfabetizació n 

digital avanzada se vuelve parte del perfil del gestór de cóntratació n módernó. 

Esta necesidad ya ha sidó recónócida en estrategias naciónales: la Agenda Digital 

espan óla y planes de Recuperació n subrayan la necesidad de refórzar la 
preparació n de las Administraciónes para integrar IA en sus óperaciónes mediante 

fórmació n y desarrólló de capacidades. La capacitació n debe ser cóntinuada, dadó 

ló ra pidó que evólucióna la tecnólógí a, evitandó que lós cónócimientós queden 
óbsóletós. 

• Sensibilización en ética y responsabilidad. Juntó cón ló te cnicó, la fórmació n 

debe inculcar una cónciencia e tica y jurí dica sóbre el usó de IA. Es decir, nó sóló 

saber manejar la herramienta, sinó entender lós principiós y valóres que hemós 
descritó. Lós funciónariós deben cómprender pór que  es impórtante la 

transparencia algórí tmica, có mó detectar un pósible sesgó, que  hacer si el sistema 

própóne algó claramente injustó, etc. Esta sensibilizació n ayudara  a que el 

persónal nó baje la guardia ante la ma quina, sinó que mantenga un ról crí ticó y 
vigilante. Al fin y al cabó, sera n estós prófesiónales lós primerós garantes de que 

se cumplan lós principiós de igualdad, óbjetividad, etc., en el dí a a dí a. Invertir en 

cultura órganizativa pró-e tica de la IA es tan necesarió cómó la capacitació n 
te cnica. 

• Profesionalización y nuevos perfiles. Varias apórtaciónes sen alan que quiza s 

sea necesarió incórpórar nuevós perfiles prófesiónales ó adaptar lós existentes en 

las unidades de cóntratació n. Pór ejempló, pódrí a ser muy u til cóntar cón analistas 

de datós ó especialistas en IA integradós en lós departamentós de cóntratació n ó 

en apóyó a ellós. Estós expertós pueden ayudar a selecciónar las sóluciónes 

adecuadas, a interpretarlas, y a cómunicarse cón lós próveedóres tecnóló gicós en 

igualdad de cóndiciónes. Tambie n en las mesas de cóntratació n cómplejas pódrí a 

invitarse a algu n te cnicó en analí tica de datós cuandó se usen herramientas IA, 

para que asista a la cómisió n en entender lós resultadós. En general, avanzar hacia 

una multidisciplinariedad: equipós fórmadós pór juristas, ecónómistas y 
tecnó lógós trabajandó juntós en lós prócesós de cóntratació n inteligentes. Estó 

plantea la necesidad de prógramas de fórmació n transversal: capacitar a 

infórma ticós en nóciónes de cóntratació n pu blica y a persónal de cóntratació n en 

nóciónes de ciencia de datós, creandó un lenguaje cómu n que facilite la 
cólabóració n. La prófesiónalizació n de la cóntratació n pu blica, que ya se vení a 

demandandó (especializació n, carrera prófesiónal, etc.), adquiere ahóra esta 

nueva dimensió n tecnóló gica. 

• Formación de los proveedores y empresas licitadoras. Nó debe ólvidarse que 
tambie n lós licitadóres, especialmente las pymes, necesitara n adaptarse. Si la 
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Administració n empieza a usar pórtales cón IA ó exigir ciertós fórmatós digitales, 

las empresas deben saber có mó respónder. Aunque nó es óbligació n de la 
Administració n fórmar a las empresas, sí  puede cólabórar cón difusió n de guí as, 

tutóriales y quiza  seminariós para explicar lós nuevós prócedimientós apóyadós 

en IA. Cuantó ma s inclusiva sea esta transició n, menós riesgó de dejar atra s a 

ciertós actóres. En cóntratós cómplejós, una buena pra ctica puede ser realizar 
jórnadas infórmativas antes de licitar una herramienta IA nueva, para aclarar a lós 

pósibles ófertantes có mó funcióna el sistema y despejar temóres ó dudas (pór 

ejempló, si se va a aplicar cómparació n algórí tmica de preciós, explicar el me tódó 

para que tódós ló cónózcan). 

• Aprendizaje de experiencias previas y pilotaje. La capacitació n tambie n se 

alimenta de la experiencia pra ctica. Es recómendable que las administraciónes que 

realicen pruebas pilótó de IA en cóntratació n dócumenten lós resultadós y 

lecciónes aprendidas y las cómpartan. Pór ejempló, si un ministerió hace un pilótó 

para detectar cólusió n cón IA y luegó evalu a que funciónó  bien en X peró mal en Y, 

ese cónócimientó deberí a pónerse en cómu n (a trave s de la Red de cóntratació n 

pu blica ó fórós especializadós) para que ótras administraciónes aprendan. En este 
sentidó, la cóóperació n interadministrativa en fórmació n es vital: realizar cursós 

cónjuntós, intercambiós de persónal para aprender me tódós, etc. 

En cónclusió n, el factór humanó sigue siendó decisivó. Lós mejóres algóritmós fracasara n 

ó causara n próblemas si quienes lós manejan nó esta n preparadós y cónvencidós de su 
córrecta utilizació n. La literatura es una nime: la IA nó suplanta al humanó, sinó que ló 

empódera siempre que este  bien fórmadó. Pór tantó, una parte sustancial de cualquier 

estrategia de IA en cóntratació n debe destinarse a educació n y capacitació n, desde lós 
niveles directivós hasta el persónal te cnicó y administrativó. 

 

7. COOPERACIÓN INTERADMINISTRATIVA Y REUTILIZACIÓN DE SOLUCIONES DE IA 

La implantació n exitósa de la IA en la cóntratació n pu blica requiere tambie n una 

perspectiva cólabórativa entre distintas administraciónes. Este es ótró puntó de 

cónvergencia identificadó: la necesidad de sumar esfuerzós y cómpartir recursós para 

evitar duplicidades, acelerar el aprendizaje y garantizar cierta hómógeneidad en lós 

esta ndares. Lós aspectós clave són: 

• Desarrollo cooperativo de herramientas. Nó tódas las administraciónes tienen 

la misma capacidad para desarróllar ó adquirir sistemas de IA sófisticadós. Pór 

elló, se abóga pór apróvechar fó rmulas de cóóperació n hórizóntal ó vertical: pór 
ejempló, que una Administració n cón mediós (Ministeriós, Cómunidades 

Autó nómas grandes) lidere la creació n de una platafórma de IA aplicable a la 

cóntratació n, y luegó la pónga a dispósició n de entes menóres (ayuntamientós, 

universidades, etc.). Esta reutilizació n de sóluciónes evita que cada órganismó 

tenga que “reinventar la rueda” y cóntratar pór separadó un sistema similar, cón 

el cónsiguiente gastó duplicadó. Instrumentós jurí dicós existentes, cómó lós 

cónveniós de cólabóració n ó las encómiendas de gestió n entre administraciónes, 
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pueden servir para articular esta cómpartició n de herramientas. Tambie n la 

nórmativa de cóntratació n preve  la cómpra centralizada ó cómpartida: pór 
ejempló, se pódrí a hacer una licitació n cónjunta entre varias diputaciónes 

próvinciales para adquirir un paquete de sóftware de IA que tódas usara n, 

cónsiguiendó ecónómí as de escala. En definitiva, es necesarió explórar en mayór 

medida la ópció n de la reutilizació n de sóluciónes de IA. Unó de lós desafí ós legales 
en relació n cón esta cuestió n es la própiedad intelectual: si una Cómunidad 

Autó nóma desarrólla un algóritmó cón fóndós pu blicós, jurí dicamente pódrí a 

licenciarló a ótras. Habrí a que prómóver licencias abiertas ó acuerdós para que esa 

tecnólógí a fluya sin trabas burócra ticas. 

• Plataformas y datos comunes. Relaciónadó cón ló anteriór, pódrí a plantearse el 

impulsó de platafórmas tecnóló gicas cómunes a varias administraciónes. Un 

ejempló: un repósitórió central de algóritmós validadós. Imagí nese un “Cata lógó 

Naciónal de Algóritmós para el Sectór Pu blicó” dónde órganismós publican lós 

módelós de IA que les funciónan (pór supuestó, sin datós sensibles, peró sí  la 

estructura del algóritmó ó el có digó), de módó que ótrós puedan adóptarlós ó 

adaptarlós. Estó fómentarí a la estandarizació n y tambie n que las mejóras 
intróducidas pór unó beneficien a tódós. Otra idea es la cónstrucció n de un data 

lake cómpartidó cón datós de cóntratació n agregadós a nivel estatal, para 

alimentar lós algóritmós de tódós. En Espan a existe la Base de Datós Naciónal de 

Cóntratós (PLACSP), que pódrí a evóluciónar hacia este óbjetivó, peró harí a falta 
integrarla cón ma s fuentes (pór ejempló, histó ricós de ejecució n de cóntratós, 

datós de empresas de ótrós registrós, etc.). Las infraestructuras de datós 

cómpartidós són fundamentales para explótar la IA, y requieren cónveniós de 
intercambió de infórmació n entre administraciónes, superandó recelós 

cómpetenciales. 

• Instrumentos jurídicos de cooperación. Desde el puntó de vista legal, la Ley 

40/2015 ya facilita la cóóperació n administrativa mediante cónveniós, cónsórciós, 

redes, etc. Se pódrí a crear, pór ejempló, una Red interadministrativa sóbre IA en 

cóntratació n, bajó auspició quiza  de la Agencia de Digitalizació n estatal ó del 

Ministerió de Hacienda (cómpetente en cóntratació n). Dicha red permitirí a 

cóórdinar acciónes, estandarizar pra cticas (pódrí a emitir guí as cónjuntas) y 

quiza s cónseguir financiació n cónjunta para próyectós de IA.   

• Beneficios de la cooperación. La cóóperació n nó sóló ahórra cóstes, sinó que 

mejóra la integridad y la eficacia. Pór ejempló, en materia de detecció n de fraude 

en cóntratós, cuanta ma s infórmació n agregada y visió n glóbal se tenga (que suele 

requerir juntar datós de varias entidades), ma s fa cil identificar empresas que 

repiten patrónes sóspechósós en distintós lugares. Asimismó, la cóóperació n 

puede ayudar a hómógeneizar niveles de calidad: si un municipió aisladó 
implementa mal un algóritmó, nó se entera nadie; peró si es parte de un sistema 

cómu n, tendra  ma s sópórte y guí a. Pór supuestó, la cóóperació n debe respetar las 

peculiaridades de cada ente, peró el óbjetivó cómu n (módernizar la cóntratació n 

cón IA respetandó garantí as) trasciende frónteras órganizativas. 
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En cónclusió n, existe un claró llamamientó a que la IA sea un próyectó paí s y un próyectó 

cómpartidó, ma s que iniciativas aisladas. La cómplejidad tecnóló gica y la inversió n 
requerida ló hacen óbligatórió: cóóperar ó arriesgarse a un despliegue desigual y póbre. 

El marcó jurí dicó actual permite esa cóóperació n, peró quiza s se le deba dar ma s impulsó 

pólí ticó y nórmativó (pór ejempló, incluyendó en la nórmativa de cóntratós ó en planes 

de digitalizació n mandatós de cólabóració n). Ló impórtante es que esta visió n 
cólabórativa ya esta  sóbre la mesa dóctrinal cómó elementó esencial de la estrategia.  

 

8. PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL DEMOCRÁTICO EN LA CONTRATACIÓN 

ALGORÍTMICA 

Un aspectó escasamente explóradó es el papel que puede desempen ar la participació n de 

la ciudadaní a en el cóntextó de la cóntratació n pu blica apóyada pór IA. Tradiciónalmente, 

la cóntratació n pu blica ha sidó un a mbitó te cnicó-jurí dicó cón póca intervenció n directa 

de lós ciudadanós (ma s alla  de las empresas licitadóras y de lós ó rganós de cóntról). Sin 

embargó, la intróducció n de IA –que suscita cuestiónes e ticas, de cónfianza y legitimidad– 

abre la puerta a explórar fórmas de participació n pu blica que cómplementen las garantí as 

instituciónales. Lós autóres que abórdan este tema sóstienen que dicha participació n nó 
sóló es pósible, sinó deseable, apórtandó una triple cónexió n beneficiósa:  

• Dimensión democrática. La IA, al influir en decisiónes que afectan al intere s 

general (adjudicació n de cóntratós para serviciós pu blicós, óbras, etc.), deberí a ser 

óbjetó de debate y cóntról demócra ticó. Invólucrar a la ciudadaní a (ya sea 
directamente ó a trave s de la sóciedad civil órganizada, expertós independientes, 

etc.) en la discusió n sóbre có mó y cua ndó usar IA en la cóntratació n aumenta la 

legitimidad de esas decisiónes. Pór ejempló, un ayuntamientó pódrí a sómeter a 
cónsulta pu blica la adópció n de un sistema autómatizadó para asignar 

puntuaciónes te cnicas, explicandó prós y cóntras, y recabandó ópiniónes de 

vecinós, empresas lócales, asóciaciónes prófesiónales. Estó permitirí a identificar 

preócupaciónes (falta de transparencia, etc.) antes de implantarló y quiza  mejórar 
la sólució n cón sugerencias. Del mismó módó, lós parlamentós (Cóngresó, 

parlamentós autónó micós) pódrí an celebrar audiencias pu blicas ó crear 

cómisiónes especializadas que vigilen el usó de IA en la Administració n, cómó 

parte de su funció n de cóntról al ejecutivó. Tódó elló refuerza el cóntról 

demócra ticó, asegurandó que la tóma de decisiónes sóbre IA nó quede sóló en 

manós de tecnó cratas ó empresas próveedóras, sinó que refleje en cierta medida 

las preferencias y valóres de la sóciedad a la que sirve. 

• Dimensión prestacional y de buen gobierno. La participació n ciudadana 

tambie n tiene un a nguló de mejóra del resultadó de las pólí ticas. Lós ciudadanós 

y usuariós pueden apórtar infórmació n muy valiósa sóbre la efectividad de lós 

sistemas de IA implementadós. Pór ejempló, empresas que licitan habitualmente 
pódrí an retróalimentar a la Administració n sóbre próblemas que ven en lós 

nuevós prócesós autómatizadós: quiza s detectan falta de claridad en có mó se 

evaluó  un criterió pór IA, ó experimentan dificultad para preparar ófertas en el 

nuevó fórmató. Si existe un canal participativó (fórós de cóntratistas, encuestas de 
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satisfacció n póst-licitació n, etc.), se pueden recóger esas impresiónes y ajustar el 

sistema para hacerló ma s accesible y efectivó. Estó redunda en un mejór 
cumplimientó del principió de calidad del servició y de buen góbiernó. Inclusó 

cabrí a pensar en invólucrar a ciudadanós cón cónócimientós te cnicós (pór 

ejempló, prógramadóres vóluntariós ó cómunidades open source) para que 

auditen algóritmós pu blicós –en lós casós en que se publiquen– y própóngan 
mejóras ó detecten fallós, a módó de ciencia ciudadana aplicada a ló pu blicó. 

• Dimensión normativa y de control jurídico. Pór u ltimó, la participació n puede 

incidir en la creació n y aplicació n de nórmas. Si la sóciedad civil esta  atenta al 

tema, puede presiónar para que se legisle adecuadamente (muchas cartas de 
derechós digitales ó própuestas de leyes e ticas de IA han nacidó de fórós 

acade micós y cí vicós). En el dí a a dí a, la pósibilidad de que ciudadanós impugnen 

decisiónes tómadas cón IA es tambie n una fórma de participació n (judicial, en este 

casó) que cóntróla la legalidad. Peró adema s hay fó rmulas ma s cólabórativas: pór 

ejempló, incluir representantes de usuariós ó expertós independientes en lós 

cómite s de e tica ó cómisiónes de seguimientó de próyectós de IA pu blica. Algunas 

instituciónes han creadó Consejos Asesores de IA cón presencia de la sóciedad civil 
para guiar sus estrategias. Estó asegura que la interpretació n de principiós cómó 

transparencia ó equidad nó quede sóló en lós funciónariós, sinó que incórpóre la 

perspectiva sócial. 

Para hacer realidad esta participació n, se deben remóver óbsta culós y habilitar cauces. 
Un óbsta culó tí picó es la falta de cómprensió n: si lós prócesós són ópacós, la ciudadaní a 

nó puede ópinar cón criterió. De ahí  que la transparencia próactiva sea cóndició n previa: 

publicar infórmació n asequible sóbre que  IA se usa, cón que  própó sitó, que  resultadós 
esta  dandó (estadí sticas de mejóra, incidencias detectadas). Tambie n es crucial la 

educació n digital de la póblació n en general: ciudadanós infórmadós tecnóló gicamente 

estara n ma s capacitadós para participar en estós debates y cóntróles. 

En Espan a, la Ley 19/2013 de transparencia ya faculta a cualquier persóna a sólicitar 
infórmació n pu blica, y la LCSP pótencia la publicidad de cóntratós; apróvechandó esas 

bases legales, cabrí a impulsar la publicació n de “algóritmótecas” ó secciónes en lós 

pórtales de transparencia dedicadas a lós algóritmós empleadós, cón explicaciónes en 

lenguaje llanó. La Carta de Derechós Digitales (de cara cter órientativó) inclusó sugiere el 
derechó a cónócer y participar en la góbernanza de algóritmós pu blicós. Si en el futuró se 

desarrólla una nórmativa naciónal de IA, pódrí a incluir fórmalmente mecanismós 

participativós (pór ejempló, la óbligació n de sómeter a infórmació n pu blica la apróbació n 

de ciertós algóritmós de altó impactó antes de usarlós regularmente, ó la creació n de 

óbservatóriós ciudadanós). 

La tesis de fóndó es que la IA, afectandó pótencialmente derechós, debe góbernarse de 

manera abierta y plural. Integrar la participació n ciudadana es nó sóló cóherente cón un 
Estadó demócra ticó, sinó beneficiósó para pulir el sistema y generar cónfianza en las 

nuevas herramientas. Cuandó lós ciudadanós sienten que tienen vóz y pueden entender 

la tecnólógí a, es ma s próbable que la acepten. Pór el cóntrarió, una IA percibida cómó 

impuesta sin cónsulta y sin dar explicaciónes genera rechazó y cóntróversia.  
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En resumen, la cónvergencia dóctrinal abóga pór demócratizar la IA pu blica, 

incórpórandó en su cicló de vida la visió n de la ciudadaní a. Es un cambió cultural 
impórtante: supóne abrir un a mbitó te cnicó-administrativó a la deliberació n pu blica, 

peró lós beneficiós en legitimidad y mejóra del servició parecen justificarló plenamente.  

 

9. Convergencia de Derecho e ingeniería: experiencias piloto y prototipos híbridos 

Un puntó final, peró de gran relevancia pra ctica, es la cónstatació n de que alcanzar una IA 

cónfiable y alineada cón el Derechó en cóntratació n pu blica exige la cólabóració n estrecha 

entre juristas e ingenierós del cónócimientó. Nó basta cón enunciar principiós en 

abstractó: hay que plasmarlós en sistemas reales, y para elló es imprescindible la 
interacció n de ambós mundós. En el Próyectó APIA se ha explóradó este caminó cón la 

elabóració n de un prótótipó para detectar el riesgó de incumplimientó del cóntrató en la 

fase de preparació n de lós pliegós.  

Efectivamente, se ha disen adó un sistema de IA capaz de analizar lós Pliegós de Cla usulas 

Administrativas cón el fin de anticipar pósibles riesgós de incumplimientó cóntractual. La 

idea es usar prócesamientó de lenguaje natural para leer autóma ticamente lós pliegós y, 

cón base en experiencias pasadas y nórmativa, sen alar cla usulas ó cónfiguraciónes 
cóntractuales que histó ricamente hayan derivadó en próblemas (módificaciónes, litigiós, 

sóbrecóstes). Pór ejempló, el sistema pódrí a advertir: “En este pliegó la definició n del 

óbjetó es ambigua, hay riesgó de interpretaciónes distintas”, ó “la fó rmula de revisió n de 

preciós pódrí a causar disputas”. Este prótótipó cómbina un módeló lingu í sticó entrenadó 
en cla usulas cón un mótór de reglas legales incórpóradas pór lós expertós jurí dicós, 

fórmandó así  un enfóque hí bridó. Lós resultadós iniciales indicarón pórcentajes de 

precisió n muy altós (81-95%) en la identificació n de cla usulas relevantes. Estó demuestra 

que, trabajandó juntós, ingenierós que entienden có mó vectórizar textós legales y juristas 

que saben que  buscar en ellós, se pueden cónstruir herramientas pótentes para refórzar 

la integridad cóntractual ex ante. Adema s, tales sistemas actu an cómó difusóres de buenas 

pra cticas: al sen alar próblemas en un pliegó, esta n educandó al redactór para córregirló 
antes de publicar la licitació n. 

La ensen anza de esta experiencia es dóble: (a) que la IA puede ser usada nó sóló para 

agilizar tra mites, sinó tambie n activamente para refórzar la legalidad y la integridad de la 

cóntratació n (detectandó riesgós, erróres, fraudes), ló cual es muy prómetedór; y (b) que 
lógrarló requiere equipós interdisciplinares, dónde lós juristas transmitan las reglas, 

principiós y casós próblema ticós, y lós ingenierós lós traduzcan a módelós y algóritmós 

cóncretós. Cuandó “derechó e ingenierí a avanzan juntós”, se cónsigue una IA cónfiable, es 

decir, alineada cón lós óbjetivós pu blicós y sujeta a escrutinió efectivó. 

Pór esó, en la agenda futura deberí a fómentarse este tipó de próyectós pilótó sand-box, 

bajó supervisió n de autóridades, para próbar innóvaciónes algórí tmicas en entórnós 

acótadós antes de su despliegue masivó. Lós regulatory sandboxes que preve  el RIA 
pódrí an utilizarse para estó en cóntratació n: entórnós dónde se pueda experimentar cón 

un nuevó sistema de evaluació n autóma tica, cón cóntróles especiales, para ver có mó 

funcióna y ajustar el marcó regulatórió si es precisó. 
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En cónclusió n, la cónvergencia final es que nó hay divórció entre tecnólógí a y Derechó, 

sinó que deben retróalimentarse. La IA nó es ajena al mundó jurí dicó: puede incórpórarse 
de módó que internalice nórmas y valóres desde su có digó. Y viceversa, el Derechó debe 

entender las capacidades y lí mites reales de la tecnólógí a para regular cón cónócimientó 

de causa. El prótótipó descritó encarna esta filósófí a y marcan el caminó hacia sóluciónes 

eficientes y garantistas a la vez. 

 

9. CONCLUSIONES 

La integració n de la inteligencia artificial en la cóntratació n pu blica se presenta cómó un 

prócesó inevitable y necesarió, que ya ha cómenzadó a andar en diversas latitudes, peró 
que debe ser cónducidó cón prudencia para salvaguardar lós fundamentós de nuestró 

Estadó de Derechó y asegurar la cónfianza en lós prócedimientós de cómpra pu blica. A la 

luz del ana lisis transversal de numerósas cóntribuciónes especializadas, pódemós extraer 

las siguientes cónclusiónes principales, a módó de sí ntesis final: 

• Equilibrio entre innovación y garantías. Existe un amplió cónsensó en que la IA 

ófrece ópórtunidades extraórdinarias para mejórar la eficiencia, la transparencia 

y la integridad en la cóntratació n pu blica. Sin embargó, tambie n cónlleva riesgós 
cónsiderables para principiós jurí dicós ba sicós (igualdad, transparencia, cóntról 

humanó, prótecció n de datós). Pór tantó, su incórpóració n debe hacerse buscandó 

un equilibrio fino: ni un entusiasmó tecnóutó picó que ignóre lós peligrós, ni un 

temór paralizante que rechace de planó la innóvació n. La clave es una innóvació n 
respónsable, apóyada en principiós e ticós y jurí dicós só lidós. 

• Necesidad de un marco jurídico específico y coherente. Las apórtaciónes 

cónvergen en diagnósticar un de ficit nórmativó en la materia. Es imperativó 
desarróllar un marcó reguladór explí citó de la IA en la cóntratació n pu blica, 

preferentemente cón rangó legal, que brinde certeza a tódós lós actóres y 

establezca lí mites clarós. Este marcó debe recóger lós principiós rectóres cómunes 

identificadós (transparencia algórí tmica, nó discriminació n, supervisió n humana, 

etc.) y articularlós en óbligaciónes cóncretas para Administraciónes y 

próveedóres. La inminente entrada en vigór del Reglamentó európeó de IA marca 

el rumbó y fija requisitós mí nimós, peró a nivel naciónal habra  que 

cómplementarló adaptandó la LCSP y nórmativa administrativa para encajar 
adecuadamente la realidad algórí tmica. La experiencia cómparada (Italia, Pórtugal 

e iniciativas autónó micas) própórcióna lecciónes u tiles para Espan a, que cónviene 

apróvechar integrandó ló pósitivó y evitandó erróres (v.g. nó sacrificar 
transparencia en aras de secretós industriales). 

• Principios comunes como denominador doctrinal. A pesar de la diversidad de 

enfóques de lós distintós autóres (juristas de diversas especialidades, tecnó lógós, 

cómparatistas), se aprecia una ní tida cónvergencia dóctrinal en lós principiós 

ba sicós que deben regir el usó de IA pu blica. Estó es alentadór pórque sugiere que 

hay un nu cleó cónceptual cómpartidó desde el que cónstruir la regulació n y las 

pólí ticas. Principiós cómó la primací a del cóntról humanó, la exigencia de 
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transparencia y explicabilidad, la prevenció n de sesgós, la própórciónalidad en la 

autómatizació n y la respónsabilidad indelegable de la Administració n gózan de un 
amplió respaldó intelectual. Dichós principiós nó són merós ideales abstractós, 

sinó que se traducen en recómendaciónes óperativas cóncretas –desde próhibir 

decisiónes autómatizadas exclusivas hasta exigir auditórí as de algóritmós–. Este 

cuerpó dóctrinal cómu n puede servir de guí a directa al legisladór y a lós gestóres 
pu blicós. 

• Adaptación de la praxis administrativa. Ma s alla  de las nórmas, el própió cicló 

prócedimental de la cóntratació n debe internalizar estós principiós. Las 

herramientas cóntractuales (pliegós, cla usulas, criteriós de adjudicació n) han de 
actualizarse para incórpórar salvaguardas relativas a la IA. Asimismó, cada fase del 

prócedimientó necesita ajustes: asegurar infórmació n a lós licitadóres en lós 

pliegós sóbre pósibles autómatismós, mantener revisiónes humanas en 

evaluaciónes, dócumentar la intervenció n de IA en lós infórmes de adjudicació n, 

etc. Esta adaptació n pra ctica garantizara  que la IA se inserte sin rómper la 

legalidad del prócedimientó. Las própuestas de cláusulas tipo y buenas pra cticas 

prócesales emanadas de la dóctrina própórciónan un verdaderó manual de usó 
que la Administració n puede aplicar desde ya, inclusó antes de cambiós 

legislativós, para cómenzar a usar IA de fórma pilóta peró segura.  

• Mecanismos reforzados de control y rendición de cuentas. La incórpóració n 

de IA debe ir acómpan ada de un fórtalecimientó de lós cóntróles internós y 
externós. En el interiór de las Administraciónes, instaurandó prótócólós de 

cómpliance algórí tmicó, unidades especializadas, registrós de actividad y cultura 

de supervisió n activa. En el planó externó, dótandó a lós ó rganós de cóntról 
tradiciónales (tribunales de cuentas, tribunales administrativós, juzgadós) de 

mediós y facultades para auditar algóritmós y sanciónar desviaciónes. La 

respónsabilidad u ltima recae siempre en las persónas e instituciónes pu blicas: la 

IA nó puede cónvertirse en un refugió ópacó dónde se diluyan las 

respónsabilidades. Pór elló, un mensaje recurrente es la demanda de 

transparencia tótal sóbre el usó de IA: el secretó tecnóló gicó nó puede primar 

sóbre el derechó del ciudadanó a saber có mó se esta  decidiendó sóbre fóndós 

pu blicós ó derechós pu blicós. En paraleló, la accóuntability se beneficia de la 

participació n sócial, pór ló que abrir estós prócesós al escrutinió ciudadanó es nó 

sóló deseable sinó quiza  necesarió para detectar erróres y abusós que escaparan 

al cóntról fórmal. 

• Centralidad de las personas y la formación. Tódós lós estudiós insisten en que 

la IA es una herramienta al servició de agentes humanós, y nó un sustitutó ma gicó 

de e stós. Cónsecuentemente, es imprescindible invertir en el factór humanó: 

fórmar, capacitar, especializar y sensibilizar a lós empleadós pu blicós para este 
nuevó entórnó. Sóló cón persónal cómpetente digitalmente y cónsciente de lós 

riesgós jurí dicós se pódra  óperar la IA de manera segura. Igualmente, la 

módernizació n requiere incórpórar nuevós perfiles prófesiónales y fómentar 

equipós multidisciplinares. En definitiva, la inteligencia artificial nó puede 
funciónar sin inteligencia humana que la guí e. En paraleló, la fórmació n y difusió n 
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deben extenderse hacia fuera, para que el tejidó empresarial y la ciudadaní a 

entiendan y acómpan en estós cambiós. La gestió n del cambió es parte integral del 
prócesó de transfórmació n digital. 

• Coordinación institucional y economía de escala. Se reitera que la mejóra sóló 

sera  sóstenible si las Administraciónes pu blicas cólabóran entre sí , cómparten 

recursós y evitan atómizar esfuerzós. La IA puede ófrecer retórnós enórmes, peró 
tambie n tiene altós cóstós de desarrólló y mantenimientó, y requiere grandes 

vólu menes de datós. Tódó elló apunta a sóluciónes centralizadas ó cóóperativas 

antes que lócales y aisladas. Espan a debe articular una respuesta cóórdinada a 

nivel de tódó el sectór pu blicó, liderada pór el Estadó peró cón implicació n de 
CCAA y entidades lócales, para desplegar la IA de fórma hómóge nea, equitativa y 

óptimizada. Estó incluye marcós de intercambió de infórmació n, platafórmas 

cómunes y armónizació n nórmativa interterritórial. Sóló así  se evitara n 

desequilibriós y se garantizara  que hasta la administració n ma s pequen a pueda 

acceder a herramientas de IA seguras bajó el paraguas prótectór de un marcó 

cómu n. 

• Participación ciudadana para legitimación y mejora continua. Aunque pódrí a 
parecer un asuntó cólateral, muchas vóces destacan que hacer partí cipe a la 

sóciedad en este prócesó aumenta su calidad demócra tica y sus pósibilidades de 

e xitó. La legitimidad de la IA en ló pu blicó nó vendra  dada sóló pór su eficiencia, 

sinó pór la cónfianza que inspire. Y la cónfianza se cónstruye cón transparencia y 
dia lógó. Pór tantó, incórpórar mecanismós de participació n (cónsultas, cónsejós 

ciudadanós, derechó a explicació n y revisió n humana, etc.) cóntribuira  a una IA 

“de tódós” y nó percibida cómó impuesta. Adema s, la inteligencia cólectiva puede 
ófrecer retróalimentació n valiósa para perfecciónar las herramientas. La IA en 

cóntratació n pu blica debe enmarcarse, en u ltima instancia, en un móvimientó ma s 

amplió de góbiernó abiertó, dónde la tecnólógí a pótencie (y nó reemplace) la 

relació n de cercaní a y cóntról de lós ciudadanós sóbre la gestió n pu blica. 

• Interdisciplinariedad como método imprescindible. En la intersecció n de 

derechó y tecnólógí a, ningunó de lós dós campós pór sí  sóló puede resólver lós 

desafí ós. Un mensaje transversal es que se requiere un dia lógó cónstante entre 

juristas, ingenierós, gestóres pu blicós y dema s perfiles implicadós. Las sóluciónes 
ó ptimas surgira n de la cólabóració n: lós juristas apórtandó el marcó de valóres y 

restricciónes legales, lós te cnicós apórtandó las pósibilidades y sóluciónes 

creativas, lós gestóres garantizandó la viabilidad óperativa. Lós casós pra cticós 

presentadós, cón prótótipós hí bridós, validan esta apróximació n. Debemós 

fómentar espaciós dónde se encuentren estós mundós (labóratóriós de innóvació n 

pu blica, próyectós pilótó cónjuntós cón universidades, etc.). Sóló así  la nórmativa 

nó estara  descónectada de la realidad te cnica, ni lós desarróllós tecnóló gicós 
ignórara n las exigencias jurí dicas. 

En cónclusió n, nós hallamós ante una encrucijada apasiónante: módernizar la 

cóntratació n pu blica cón inteligencia artificial, sin renunciar a lós principiós que la han 

de regir. La cónvergencia de las apórtaciónes analizadas nós brinda un mapa para 
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transitar este caminó. Hay un claró denóminadór cómu n: la IA debe ser un medió para 

fórtalecer (y nunca debilitar) la legalidad, la integridad y la eficacia de la cóntratació n al 
servició del intere s pu blicó. Cón regulació n inteligente, buenas pra cticas, cóntról róbustó 

y cólabóració n entre tódós lós actóres, es pósible lógrar que la “nueva realidad 

tecnóló gica” redunde en mejóres cómpras pu blicas y mayór cónfianza ciudadana. En 

palabras llanas, se trata de asegurar que lós algóritmós sirvan a las persónas y nó al reve s, 
integra ndóse plenamente en nuestró Estadó de Derechó cómó aliadós para una 

Administració n ma s eficiente peró igualmente garantista y demócra tica. El desafí ó es 

grande, peró cón las órientaciónes aquí  expuestas –frutó del esfuerzó cólectivó de la 

academia y prófesiónales, cón el patrócinió de la Unió n Európea y la Agencia Estatal de 
Investigació n– tenemós lós mimbres necesariós para afróntarló cón e xitó. En nuestras 

manós esta  cónstruir una cóntratació n pu blica 4.0 que sea sinó nimó de transparencia, 

equidad y calidad, haciendó hónór tantó a la inteligencia de nuestras ma quinas cómó, 
sóbre tódó, a la inteligencia de nuestrós principiós jurí dicós. 
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